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(Asiste una delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil) 
SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 35) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil, integrada por el director, doctor Alberto Scavarelli; la subdirectora, 
doctora Gabriela Hendler; la gerenta de Asuntos Jurídicos, doctora Magella Pollero; el jefe de Registros, 
escribano Emilio Cabillón; el gerente de Reclutamiento y Selección, doctor Ariel Sánchez; la gerenta de 
Organización y Gestión del Trabajo, contadora Celia Tiscornia; la directora de Administración, contadora 
Ana María Milanesi; el jefe adjunto de la Dirección Administración, señor Daniel Milans; la jefa del 
Observatorio de Gestión Humana del Estado, licenciada Analía Corti; el encargado del Sistema de Gestión 
Humana en la Administración Central, ingeniero Hernán Castro; el analista Guillero Galmes y el adscripto a 
la Dirección, señor Philippe Koche. 


Estamos recogiendo insumos para la discusión de la Rendición de Cuentas. Por lo tanto, la presencia de 
ustedes y la de todos los que han desfilado por esta Casa y por esta Comisión es muy útil, a fin de que los 
sectores puedan sacar sus conclusiones. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Realmente, es una alegría estar en esta Casa, que quiero y respeto 
tanto, y en la que, sin duda, tenemos cifradas las garantías del funcionamiento de un Estado 
democrático de derecho. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil tiene, entre sus cometidos, el registro y el análisis de la evolución de 
la función pública y todo su despliegue. Es un organismo que tiene un alto nivel de tecnificación. La 
información es pública, y a los señores diputados les ha llegado la que se ha publicado, todo el análisis de la 
información acumulada. No obstante, agradecemos enormemente la oportunidad de estar aquí presentes. 


Estamos limitados a la mecánica de la Rendición de Cuentas del ejercicio anterior, pero tenemos cifradas 
expectativas de lo que va a ser la futura presentación en materia de la ley de presupuesto para poder 
desplegar lo que son las acciones totales emprendidas por la Oficina Nacional del Servicio Civil hacia 
adelante. 


Voy a dar algunos datos, sobre todo para que vayan quedando registrados y, en la medida en que los señores 
legisladores vayan formulando preguntas o cuestionamientos de situación, daré paso a nuestro equipo 
técnico, que hace mucho tiempo se desempeña en distintas áreas y que tiene un alto nivel de especialidad, a 
los efectos de brindar las respuestas del caso. 


Vamos a hablar del informe de vínculo laboral con el Estado, y de las altas y bajas del 2014, a modo de 
resumen del material publicado. 


La cantidad de vínculos laborales de funcionarios públicos es de 292,473. Recordemos que cuando hablamos 
de vínculos no nos referimos necesariamente a personas, porque, como en el caso de los docentes, hay 
personas que tienen más de un vínculo. Por lo tanto, evitemos el error en el que todos hemos incurrido alguna 
vez, de asociar vínculos con seres humanos de carne y hueso. Hay personas que tienen más de un vínculo con 
el Estado, tal como lo prevé especialmente la ley. El caso más típico es el de los docentes. 


Decía que la cantidad de vínculos laborales de funcionarios públicos es de 292.473 y la cantidad de vínculos 
sin calidad de funcionarios públicos, 15.618. Esto significa un total de vínculos entre funcionarios y no 
funcionarios -que después diremos lo que es- de 308.091. 


Si comparamos con el año 2013, en función de la Rendición de Cuentas del año pasado, hay 11.620 vínculos 
de funcionarios, con un incremento de un 4,1% y 2.272 vínculos menos de no funcionarios, es decir, una 
reducción del 12,7%. Estamos hablando de diferencias entre funcionarios con vínculos más y no funcionarios 
con vínculos menos. En definitiva, la diferencia entre el más y el menos nos da 9.348 vínculos más. El 
principal aumento de vínculos se da en ANEP, que pasa de tener 79.063 a 84.892, 5.829 vínculos más, de los 
cuales más de 4.000 son docentes efectivos, interinos y suplentes. 


Tengo remarcado aquí como especialmente importante que en ANEP se da una evolución de más vínculos, 
que se corresponde con menor cantidad de personas -como estábamos diciendo hace un rato-, ya que en el 
año 2013 informaron 70.733 personas y en diciembre de 2014, 62.034, lo cual significa una reducción de 
8.699 personas. 


Estos vínculos de funcionarios se dividen en 106.574 funcionarios presupuestados, un 36,4%; 82.526 
docentes efectivos, interinos y suplentes, un 28,2%; 29.659 efectivos y contratos policiales, 10,1%; 26.589 
efectivos militares correspondientes a personal superior y subalterno, 9,1%; 28.352 contratos permanentes o 
de función pública, 9,7%, y 3.367 provisoriatos, que equivale al 1,2%. Tenemos una llamada aclaratoria 
sobre este punto que dice que los vínculos de provisoriato -es muy importante tenerlo en cuenta- en los 
informes previos de la ONSC eran considerados como no funcionarios, pero a partir de la aprobación del 
Estatuto del Funcionario Público por la Ley_N? 19.121, después de todo un procedimiento que termina con un 
concurso de acreditación de idoneidad, pasan a ser incorporados como funcionarios públicos. 


Es bueno tener en cuenta lo mencionado, porque después los números pueden no coincidir. El cambio del 

estatuto de esa persona que había estado en un contrato en régimen de provisoriato cumple el plazo que la 
propia ley fijó, y luego de pasar por el plazo previsto y dar las pruebas de idoneidad requeridas por la ley - 
precisamente, acá participa la Oficina Nacional del Servicio Civil- termina generando esa modificación. 


Siguiendo con los números, hay 7.833 zafrales y eventuales, que representan un 2,7%, y 7.523 funcionarios 
públicos con otro tipo de vínculos en todo el Estado, que significa un 2,6% y que pasaremos a indicar cómo 
se desglosan. 


De esos 7.523 funcionarios públicos con otro tipo de vínculos, 2.944 contratos corresponden a suplentes, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 410 de la Ley N* 16.170, y 256 son provisoriatos de ASSE, de 
acuerdo con lo que establece la Ley N* 18.834; 1.582 son docentes designados para desempeñarse en 
proyectos de ANEP; 2.210 son jornaleros en Intendencias; 163 son reincorporados y reservistas del 
Ministerio de Defensa Nacional y del Ministerio del Interior; 47 son médicos residentes del Ministerio de 
Defensa Nacional; 237 son zafrales del Ministerio del Interior, al amparo de lo previsto por el artículo 98 de 
la Ley N* 18.996 y por el artículo 224 de la Ley N” 18.719; 91 contratos de trabajo están referidos a la Ley 
N? 19.121; 50 son de la ex Pluna, ANSE, INA y AFE; 34 son de alta especialización, 7 de alta prioridad y 5 
designados directamente por el Poder Ejecutivo, entre otros. 


En el Poder Ejecutivo propiamente dicho se da un aumento de 3.420 vínculos de funcionarios, 
principalmente en los Ministerios de Defensa Nacional, 592; de Economía y Finanzas, 525, y de Transporte y 
Obras Públicas, 432. 


Los vínculos que no tienen calidad de funcionario público se dividen, a su vez, en 1.915 becarios, que 
representan el 12,3%; 2.008 pasantes, el 12,8%; 355 arrendamientos de obra, el 2,3%; 52 arrendamientos de 
obra con organismos internacionales, el 0,3%; 479 arrendamientos de servicios, el 3,1%; 1.124 
arrendamientos de servicios con organismos internacionales, el 7,2%; 2.483 contratos a término, el 15,9%; 
283 contratos temporales de derecho público, el 1,8%; 421 contratos laborales, el 2,7%; 68 contratos 


artísticos, el 0,4%, y 6.430 otros "no funcionarios" -entre comillas-, que son el 41,2% y, a su vez, se 
descomponen de la siguiente manera: contrato por única vez en los proyectos de ANEP, 1.603; contratos de 
horas docentes en el Instituto Clemente Estable, Centros MEC y Centros de Capacitación, 1.288; docentes no 
escalafonados del Ministerio del Interior, 500; Ministerio de Defensa Nacional, 207; 90 para la ENAP, la 
Escuela Nacional de Administración Pública de la Oficina Nacional del Servicio Civil, para la cual en el 
Presupuesto les vamos a pedir mucha ayuda; INAU, 383; Intendencia de Flores, 71; contratos mediante 
convenios con organizaciones de la sociedad civil, 962 -es el caso del Mides, que ha utilizado ese mecanismo 
de contratación-; 251 en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, "Uruguay crece contigo" y Fondes, entre 
otros; 116 contratos de suplentes en servicios de salud del Banco de Previsión Social; 164 contratos de 
suplentes en servicios de salud del Banco de Seguros del Estado; residencias médicas en ASSE, 116; guardias 
médicas del Instituto Nacional de Donación y Trasplante de Células, Tejidos y Órganos, 23; eventuales en la 
Intendencia de Paysandú, 151; adscriptos a los ministros, de acuerdo con lo que establece el artículo 58 de la 
Ley N* 18.719, 84; asistente de los directores de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, artículo 23 
de la Ley N* 17.556, 50; adscriptos y seguridad presidencial, 60; asistentes de ministros, artículo 9” de la Ley 
N* 17.930, 14, entre otros. 


En cuanto a no funcionarios, el descenso de 2.272 vínculos se debe, fundamentalmente -les pido particular 
atención a este punto-, a las transformaciones de contratos de derecho público en el Poder Ejecutivo, pasando 
1.643 a provisoriatos y 397 a presupuestados, previa transformación a provisoriato. Es el mecanismo 
escalonado que había previsto el Estatuto del Funcionario Público. 


A continuación, haré un análisis de la información por género. De las cifras mencionadas surge que al 31 de 
diciembre de 2014 existen en el Estado 143.989 vínculos laborales con hombres, 47%, y 164.102 -53%- con 
mujeres. La distribución de vínculos entre hombres y mujeres refleja, desde 2011, una mayor presencia 
femenina. Al considerar por sexo la distribución del total de vínculos, según la agrupación normativa de 
organismos del Estado, se mantienen respecto a 2013 las diferencias marcadas a favor del sexo masculino en 
los organismos del Poder Ejecutivo: 64,6% hombres y 35,4% mujeres. En Gobiernos departamentales hay un 
64% de hombres y 36% de mujeres, siendo estos los órganos más masculinizados del Estado. También se 
mantienen diferencias leves en el Poder Legislativo, con un 54,9% de hombres y un 45,1% de mujeres 


La predominancia masculina también se encuentra presente en los organismos del artículo 221 de la 
Constitución: 58,6% de hombres y 41,4% de mujeres. En los organismos comprendidos en el artículo 220 de 
la Constitución, la relación es absolutamente inversa: hay una feminización importante, con un 72,5% de 
mujeres, contra el 27,5% de hombres. 


Del análisis de la información según ubicación geográfica, surge que en el departamento de Montevideo se 
concentra más de la mitad de los vínculos laborales con el Estado: 53,3%. Los restantes vínculos se 
distribuyen en el interior y solo un 0,2% cumple funciones en el exterior del país. 


En cuanto a la distribución de vínculos por escalafón, de los 292.473 vínculos de funcionarios públicos, el 
25% corresponde a vínculos de docentes de ANEP, Escalafón H, ubicándose en segundo lugar, con un 13,4%, 
los vínculos correspondientes al Escalafón C, Administrativo. El Escalafón L, Policial, concentra 30.537 
vínculos, un 10,4% del total de vínculos de funcionarios públicos, disminuyendo levemente su peso en el 
total con respecto al año 2013. Lo mismo ocurre con el total de vínculos de funcionarios del Escalafón K, 
Militar, que se encuentra en 2014 en el orden del 9,1%. Por su parte, el Escalafón E, Oficios, tiene un 7,8% 
del total de vínculos de funcionarios, disminuyendo nuevamente su representación con respecto del total. 


Pasamos a ver ahora en esta presentación inicial los mecanismos de selección. Las altas de funcionarios 
públicos informadas entre el 1* de enero y el 31 de diciembre de 2014 fueron 46.196, y las bajas, 37.197 En 
cuanto a los vínculos de no funcionarios, las altas son 6.749 mientras que las bajas son 7.259. Tanto las altas 
como las bajas se dan, principalmente, en vínculos de contratos permanentes que corresponden a docentes 
interinos de ANEP y de la Udelar, incluyendo también a los presupuestados. 


Las altas de vínculos de funcionarios públicos se realizaron en un 46% por concurso -en sus tres 
modalidades-, 2% en sorteo, 6% por designación directa y 46% por otros mecanismos de selección. En esta 
última categoría, el 73% -que representa 15.479 altas- corresponde a docentes efectivos e interinos de la 
ANEP, que ingresan por lista de aspirantes, y el 12% -2.599- a altas por el Decreto Ley_N” 14.157, la Ley 
Orgánica de las Fuerzas Armadas. 


El 61,21% de las bajas se dieron por renuncia o finalización del contrato, el 15% por jubilación, el 1,55% por 
fallecimiento, el 0,97% por destitución y el 21,27% por otros motivos. Asimismo, 8.537 de las 9,454 bajas 
fueron reportadas por ANEP, especificándose el motivo como abandono del cargo. 


A continuación, daré un informe de ingreso de personas afrodescendientes durante el año 2014, ya que, como 
ustedes saben, la ley nos ha encomendado controlar este ítem y elaborar un índice al respecto. No cumplieron 
con enviar información los siguientes organismos: INAU, AFE, Junta Departamental de Colonia, Intendencia 
de Maldonado, Intendencia de San José, Intendencia de Tacuarembó, Conaprole e INAC. A su vez, el 
Ministerio de Defensa Nacional informó en forma parcial. El total de personas afrodescendientes ingresadas 
fue de 140 y se descompone de la siguiente manera: Ministerio de Defensa Nacional, 97; Ministerio de 
Relaciones Exteriores, 3; Ministerio de Turismo y Deporte, 2; OSE, 19; Correo, 7; Intendencia de Cerro 
Largo, 7; Intendencia de Rivera, 3; Centro Ceibal, 1; Inefop, 3 y Mevir, 1. 


El otro ítem tiene que ver con el registro -también preceptivo- de informe de ingreso de personas con 
discapacidad en el ejercicio 2014. No hay información procedente de los siguientes organismos: INAU, AFE, 
Intendencia de San José, Intendencia de Tacuarembó, Conaprole, Focer -Fondo de Cesantía y Retiro de la 
Construcción- e INAC. Por su parte, el Ministerio de Defensa Nacional y la Intendencia de Rivera tienen un 
reporte incompleto. Ingresaron 75 personas con discapacidad, distribuidas de la siguiente manera: 4 en el 
Poder Legislativo; 1 en Presidencia; 3 en el Ministerio de Defensa Nacional; 2 en el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca; 2 en el Ministerio de Turismo y Deporte; 4 en el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; 2 en el Ministerio de Salud Pública; 1 en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; 1 en el 
Mides; 2 en la ANEP; 2 en la Udelar; 8 en el Banco de Previsión Social; 1 en la UTEC; 10 en el Banco de la 
República Oriental del Uruguay; 17 en el Banco de Seguros del Estado; 2 en Ancap; 2 en el Correo; 6 en la 
Intendencia de Canelones; 1 en la Intendencia de Cerro Largo; 3 en la Intendencia de Maldonado y 1 en la 
Intendencia de Rivera. 


Este es, en apretada síntesis, el informe general. A todos nos resulta muy denso seguir los números pero, 
como manifesté, dejo a disposición de ustedes toda la información. Por supuesto, estamos abiertos a las 
preguntas que deseen formularnos y, desde ya, solicito autorización al señor presidente para que, en caso de 
ser necesario, puedan contestar los especialistas que nos acompañan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De ser necesario, se procederá tal como usted lo ha solicitado. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Saludo a toda la delegación. En la mayoría de los casos, es la primera vez que 
nos vemos y seguramente nos veremos de nuevo en muy poco tiempo y durante toda la legislatura. 


Agradecemos la información brindada, más allá de que responda al cumplimiento de la ley. El grado de 
detalle que nos presentó el director acerca del tipo de vínculos en ciertos organismos me lleva a preguntar si 
esto era habitual -apelo a su vasta experiencia anterior- en el informe de la Oficina; es decir, si estos vínculos 
tan especiales, a veces no realmente significativos, por ejemplo en el caso de los suplentes, estaban 
registrados anteriormente en la Oficina y computaban en el número de vínculos laborales con el Estado en 
períodos anteriores. 


Por otra parte, se habló de un 2% de zafrales y eventuales. Quisiera saber en qué organismos seguimos 
manejando esta categoría. 


SEÑORA CORTI (Analía).- Con respecto a la primera pregunta, a partir de 2010, se empiezan a 
analizar todos los tipos de vínculos con todos los organismos para ver qué especificidades tienen y se 
hace un esfuerzo para que los organismos, cuando ponen "Otros", especifiquen qué contiene esa 
categoría, que siempre fue muy grande. 


En cuanto a la segunda pregunta, en el Poder Ejecutivo no hay más zafrales, excepto en el Ministerio del 
Interior, ya que la Escuela de Policía realiza ese tipo de contratos. La mayoría de los zafrales están en los 
gobiernos departamentales; en general, casi todas las intendencias tienen vínculos zafrales. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Tenemos el beneplácito de reencontrarnos con algunos viejos colegas. 


La Oficina Nacional de Servicio Civil acostumbra agregar información cada año, en la medida en que el 
organismo va incorporando conocimiento en la materia y acumulando información, lo que nos permite no 
solo contar con los datos del presente, sino también hacer una muestra comparativa de la evolución de los 
vínculos laborales y su peso en cada uno de los organismos. Por lo tanto, creo que la información es buena, 
completa y nos resulta de ayuda. 


Tenemos en nuestro poder el informe del que surgen los datos que presentó el director, pero quiero confirmar 
alguno más para saber si conceptualmente llegamos a las conclusiones correctas. 


En el año 2014, año electoral, se produjo un aumento neto de vínculos laborales entre funcionarios y no 
funcionarios de 9.348. Sabemos la diferencia entre vínculos y personas. Lo que está claro es que en el año 
2014, el Estado pasó a pagar 9.348 salarios más -diferentes salarios: unos grandes, otros chicos, algunos 
correspondientes a docentes de diez horas y otros a un profesional de un ente autónomo por $ 60.000-, 9.348 
compromisos laborales más. Lo llamativo es que si uno desagrega este neto surge que en el año 2014 hubo 
44.815 bajas y 54.163 altas entre funcionarios y no funcionarios; o sea que las regularizaciones están 
incluidas. Pudo tratarse de no funcionarios, pero lo recoge el número de funcionarios; es decir, cambió su 
calidad, pero claramente es un vínculo. La pregunta es la siguiente: ¿el Estado generó 54.163 vínculos 
nuevos en el año electoral? La verdad es que es llamativo. 


Creemos que teníamos una norma muy saludable, que era la que prohibía el ingreso de nuevos funcionarios 
públicos en el año electoral. Se trata de una norma vieja -el director Scavarelli se acordará de ella; viene de la 
época del Partido Colorado en el Gobierno-, que de algún modo nos liberaba de todo tipo de malos 
pensamientos. El hecho de que el Estado genere, en año electoral, 54.163 vínculos laborales más, con 
independencia de cuál sea su calidad y movimiento entre funcionarios y no funcionarios, es llamativo, porque 
tuvo 44.815 bajas, por las razones que aquí se han expresado y otras que se podrán desagregar, lo que implica 
que se produjeron 9.348 vínculos más. 


Entonces, en primer lugar, queremos conocer la opinión a este respecto. Como dijo el director, la función de 
la Oficina no es otra que la de registrar y analizar; no tiene otras potestades. Como su función es analizar, 
solicito un análisis de esta conclusión que saco del movimiento que ha tenido la cantidad de nuevos 
compromisos, que significan nuevos salarios o nuevos costos en el Rubro 0, en un año electoral. 


SEÑORA CORTI (Analía).- En primer lugar, quiero aclarar que es correcto que el número de vínculos 
aumentó en 9.348. De ellos, más de 5.000 corresponden a vínculos de la ANEP, o sea, a docentes, que no 
tienen restricción para su ingreso en año electoral. 


También quiero aclarar que hasta el 28 de febrero de 2014 se pueden realizar ingresos. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero que se aclare una confusión que tengo. Hasta el 28 de febrero se 
puede regularizar, pero ingresos puede haber después, porque la norma que preveía que no se 
ingresaba un año antes del cambio de Gobierno fue derogada en una Rendición de Cuentas. Está 
derogada esa norma. Podemos buscarla, pero fue derogada. Lo recuerdo porque en esta Comisión 
tuvimos un larguísimo debate al respecto. 


Hasta el 28 de febrero se producían las regularizaciones por vía de reestructura y de transformaciones en el 
Estado -aquí tuvimos una fenomenal avalancha de reclamos-, pero después de esa fecha podían ingresar 
personas. No me digan que entraron 9.348 en dos meses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay objeciones y sin limitar a nadie en la posibilidad de formular 
preguntas, sugiero esperar la respuesta de cada uno de los asesores para luego, sí, volver a preguntar; 
de esa forma, se ordena la discusión y resulta más ágil. 


SEÑORA HENDLER (Gabriela).- El régimen de prohibición de ingresos de funcionarios públicos fue 
establecido en la Ley N” 16.127, del año 1990, conocida como "Ley de Funcionarios Públicos", y desde 
su sanción alcanzó tanto al Poder Ejecutivo como a la Administración descentralizada. El literal E) del 
artículo 1” de la mencionada ley estableció la prohibición de designación de nuevos funcionarios en año 
electoral y alcanzó al ámbito del Poder Ejecutivo hasta la aprobación de la ley conocida como Estatuto 


del Funcionario Público de la Administración Central, promulgada el 20 de agosto de 2013. En el 
artículo 97 de esta ley, que solo es de aplicación para la Administración Central, se reproduce, de 
alguna manera, la misma prohibición que se establece en el literal E) del artículo 1” de la Ley 
N*_16.127, que sigue siendo de aplicación, tal como está redactado, para la Administración 
descentralizada. 


Como decía, el artículo 97 de la Ley N* 19.121 es de aplicación para la Administración Central y establece 
exactamente las mismas prohibiciones. Allí se determina que no se podrán realizar contrataciones - 
expresamente utiliza ese término- en año electoral; o sea, la prohibición es sustancialmente la misma. La ley 
utiliza la palabra "contrataciones", porque el sistema de ingreso a la función pública en la Administración 
Central que prevé la Ley N* 19.121, tal como está redactada al día de hoy, solo se puede verificar mediante 
contratos, ya sea de provisoriato o de trabajo; no hay otra forma de ingreso con calidad de funcionario 
público en el ámbito de la Administración Central. 


Por lo tanto, no ha habido paréntesis en esta prohibición de ingreso en año electoral. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Cuando el diputado preopinante hizo la pregunta, habló de aproximadamente 
50.000 vínculos laborales más y, por lo que surge de los informes y de lo que estaba diciendo recién la 
invitada, estamos hablando de alrededor de 9.000 vínculos. 


Quiero que quede claro ese tema porque si no, mañana quizás tengamos un titular afirmando que hay 54.000 
nuevos vínculos con el Estado. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Está bien; parece que estamos discutiendo titulares de prensa. Si ese es el 
caso, acabo de hacer una relación basada en lo que tengo acá. Entonces, es la Oficina Nacional del 
Servicio Civil que nos dice cómo son los números. Yo tengo 9.348 netos; o sea, hay 9.348 vínculos 
laborales más. Esto surge de 54.163 altas y 44.815 bajas. Significa que en el año electoral se produjeron 
54.163 vínculos nuevos y se disolvieron 44.815 vínculos. ¿Razones? Renuncias, jubilaciones, muertes, 
enfermedad, vencimientos contractuales, etcétera. Por tanto, si mañana alguien pone que hay 54.163 
vínculos nuevos en el título de un diario, reflejará el informe público de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. Y si no es así, que se nos diga ahora. 


Por otra parte, al ver las altas, constato que en 2014 fueron 54.163. Entonces, ¿se producen a pesar de la 
prohibición de realizar nuevos contratos a partir del 28 de febrero? Me cuesta entenderlo. Y voy a pedir a la 
Secretaría que me alcance la norma a la que hacían referencia las autoridades y que yo no tengo presente. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- Para explicar la razón fundamental de los ingresos en año electoral, se 
dijo que la mayor cantidad se dio en la ANEP, según lo manifestó la licenciada Corti. 


Si tomamos como referencia los últimos diez años, de 2004 a 2014 -lo cual es real, hubo una cantidad de 
ingresos significativa en ANEP-, tenemos que en ese período han ingresado a la ANEP más de 28.000 
funcionarios. Reitero que me refiero al período 2004-2014. 


Al mismo tiempo, en lo que tiene que ver con los resultados de gestión, salvo en la UTU, que es el único 
lugar donde se incrementó la matrícula, en los últimos ocho años -según los datos oficiales de la ANEP- ha 
habido una reducción de 32.053 ingresos en las matrículas. Entonces, mi pregunta es cómo se explica que 
mientras el número total de alumnos se reduce en 32.000 en los últimos ocho años, la plantilla de 
funcionarios de ANEP se incrementa en más de 28.000. ¿Cuál es la relación? 


SEÑORA CORTI (Analía).- Con respecto a la cantidad de altas, me parece necesario aclarar que no 
todas las altas implican nuevos vínculos. Por ejemplo, si se va un diputado, viene otro; eso es una baja 
y un alta. Quería aclarar eso porque me parecía importante. 


A su vez, cuando se renueva un contrato, hay una baja y un alta. O sea que no son nuevos vínculos, sino que 
se pasa a ocupar un vínculo que ya existía. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- La respuesta es clara, obvia. Lo importante acá es que la baja no eliminó 
el vínculo, se creó otro. El neto son más de 9.000. Voy a usar el mismo ejemplo: es como si acá hubiera 
99 diputados y al Período siguiente, 110. El neto son 11, pero se fueron unos y vinieron otros. Ahora, 
registra altas y bajas porque hubo un nuevo contrato. Podía no haberse realizado el nuevo contrato, 
pero se realizó. 


Además se agregaron. Cayeron 44.815; se renovaron, se cambiaron, o lo que sea, 54.163. Obviamente, eso lo 
tenemos claro. Ahora, si hubiera una prohibición y alguien cesó porque falleció o se le terminó su contrato, el 
1% de marzo de 2014 no podría renovarse con otra persona, porque ese vínculo en ese momento no se podía 
llenar. 


SEÑORA CORTI (Analía).- Con respecto a la ANEP, en realidad, mucho del aumento en los vínculos 
del organismo se da por la forma en que se registraban antes y cómo se registran ahora. ANEP no tenía 
un buen sistema y, entonces, había que preguntar a cada uno de los organismos desconcentrados por 
los vínculos. Cada uno tenía un criterio propio para enviarlos; algunos mandaban personas y otros, 
vínculos. Entonces, se fijó un criterio entre la Oficina Nacional del Servicio Civil y la ANEP que es que 
cada tipo de vínculo que se tenga con una unidad ejecutora se compute como un vínculo. O sea, si un 
profesor da clases en Secundaria y en UTU, se computa como dos y si un docente tiene horas efectivas, 
con cargos de 20 horas, y supera esas horas, tiene un cargo efectivo y esas horas que superan el cargo 
son otro cargo interino. Entonces, el establecimiento de ese criterio implicó un aumento en la cantidad 
de vínculos. Por ese motivo, con ANEP hemos hecho un esfuerzo para saber sobre las personas. Con 
respecto a 2013-2014 se redujeron las personas que tienen un vínculo con ANEP, sobre todo en 
Primaria. 


En cuanto a la matrícula, no somos los indicados para responder. 


SEÑOR POZZI (Jorge).- Si no entendí mal, esos 44.000 que se dieron de baja corresponden a gente 
que trabajaba en el Estado, cumpliendo funciones que necesitaba el Estado y, cuando caducaron los 
contratos correspondientes, se volvieron a contratar para cumplir las mismas funciones. Lo más 
probable es que haya sucedido así. 


Por otra parte, se habló de un incremento de alrededor de 9.000 funcionarios y que más o menos 5.000 
corresponden a Anep. Quiero saber quiénes son los 4.000 funcionarios restantes y qué norma amparó sus 
ingresos. 


SEÑORA CORTI (Analía).- Hay 5.829 ingresos que corresponden a Anep, sobre todo en el Consejo de 
Educación Secundaria; 873, a ASSE; 592, al Ministerio de Defensa Nacional y 525, en el Ministerio de 
Economía y Finanzas. A esto debemos sumar pocos ingresos en distintos organismos y si existe interés, 
enviamos la información más precisa. 


SEÑOR POZZI (Jorge).- Las últimas cifras aportadas, ¿corresponden a funcionarios que fueron 
regularizados cuando se reformó el Estatuto del Funcionario Público? 


SEÑORA CORTI (Analía).- Muchas de las regularizaciones del Poder Ejecutivo eran contratos 
temporales de derecho público, que pasaron a provisoriato y, luego, por concurso, fueron 
presupuestados; todavía algunos figuran como provisoriatos en el informe a diciembre de 2015 y 
pasarán a presupuestados cuando concursen y sean evaluados. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- Me referí incialmente a Anep, pero tengo una particular curiosidad 
por ASSE. 


Como le consta al presidente y a los compañeros de la Comisión, el doctor Scavarelli tiene un profundo 
conocimiento del Estado; es un avezado abogado y sabe mejor que yo que ASSE inicia sus actividades, como 
tal, en 2007, durante el primer período de Gobierno del doctor Vázquez, con una plantilla inicial de 14.673 
funcionarios que en 2014 llegó a 22.999, es decir, hubo un incremento significativo. 


A la vez, se ha puesto en marcha el Fonasa. Por eso, ¿cómo se explica el aumento de 8.000 funcionarios en la 
plantilla de ASSE entre 2007 y 2014 si al mismo tiempo hubo una notoria reducción de usuarios, producto de 
la migración del sistema público al privado? 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Creo que hay una cuestión metodológica que debe quedar clara. 


En primer lugar, nosotros podemos explicar -mucho más tratándose de una rendición de cuentas de un 
ejercicio anterior- lo que tenemos como registro de información. 


En segundo término, lo que corresponde a política de cada organismo en materia de recursos para administrar 
y gestión humana, obviamente, deberá consultarse al organismo en cuestión. Por ejemplo, en ASSE, en 2014 
tenemos registrados 2.944 por el artículo 410, por aquello de los suplentes y de los provisoriatos, que luego 
fueron modificados. 


Es decir, el mecanismo aplicado -ojalá que podamos continuar aplicando un mecanismo para dar una 
metodología distinta a la relación de la persona con el trabajo del Estado- permitió que mucha gente que tenía 
un régimen mucho más provisorio que el de provisoriato, luego pasara a un provisoriato y después fuera 
presupuestada. 


La ecuación que se está planteando, necesidades de los prestadores en relación con los demandantes de 
servicios, evidentemente no la registra la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Vamos a entendernos: si bien son preguntas razonables, quiero que se comprenda que tenemos un espacio de 
respuesta posible, porque, además, en 2014 -no estábamos nosotros- se aplicó una metodología que ahora 
estamos profundizando para el ejercicio que viene. Todos los presentes sabemos que la metodología para 
medir, en cualquier terreno, cambia el resultado en perspectiva, hasta que se conjuguen los métodos de 
medición. Lo que queda claro es que cada vez que se procura -para la gestión próxima estamos 
profundizando ese detalle- el desmenuzamiento de cómo está compuesto cada número, nos dará diferencias 
con respecto a lo que teníamos cuando se computaba masivamente. 


Lo que puedo afirmar -esto ya tiene que ver con cuestiones más de fondo que la de metodología- es que el 
propósito de la Oficina Nacional del Servicio Civil consiste en dotar a la Administración y a los Poderes del 
Estado de la información más detallada, de la mejor manera, porque estamos tratando de pasar de un criterio 
de manejo de personal al de gestión de personal, dentro de un concepto mucho más profundo como 
mecanismo de evaluación. 


Por lo tanto, la Oficina puede aportar estos números, explicar la información como tal y, desde ya, está 
abierta a suministrar a posteriori las informaciones que nos permitan desglosar cuadros propiamente dichos 
que satisfagan la legítima necesidad de los legisladores. 


Muchos de los temas que asocian cantidad de funcionarios con cometidos de la Administración son 
respuestas que debe dar la Administración. 


Lo que queda claro en materia de función pública -todos lo sabemos; lo que voy a decir no tiene nada de 
original- es que, más allá de todo planteamiento, lo que no puede suspenderse es el cumplimiento de los 
cometidos del Estado asignados a cada organismo; esto pasa en el nivel municipal, nacional y de 
administración autónoma. Lo que tenemos que procurar es que no se produzcan desajustes en esa materia, y 
ese es el objetivo de estas mediciones. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil hoy está dando insumos a los legisladores para que consulten a los 
organismos correspondientes respecto de la rendición de cuentas pasada y seguirá suministrando la 
información desagregada, de modo tal que los legisladores puedan ir precisándola. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Coincido absolutamente con lo planteado por el señor director de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. El tema que estamos analizando hoy es el de los vínculos laborales con el 
Estado y entre todo el material que nos llegó está el relativo a ASSE y a ANEP. 


Recién se preguntaba cómo pudo crecer la cantidad de vínculos laborales en ASSE cuando disminuyó la 
población atendida, pero eso debe ser relacionado con la cobertura brindada. Se pueden analizar las cifras. 
¿Cuánto crecieron las consultas, las operaciones y los análisis realizados? No se trata de considerar, 
simplemente, la cantidad de personas que tuvieron afiliación mutual a través del Fonasa. Es necesario 
analizar cuál fue el nivel de atención dentro de ASSE, porque lo que se amplió fue la cobertura. Además, 
todos sabemos cómo evolucionó la historia de las comisiones de apoyo de los hospitales de Salud Pública, 
que seguramente incide de manera directa en el número de funcionarios. 


Podemos decir lo mismo con respecto a la ANEP, si nos tomamos el trabajo de estudiar el material que nos 
envió la ANEP y analizar cuál es la relación docente-alumno. Había clases de treinta y cinco o cuarenta 
alumnos mientras que hoy tenemos clases mucho más manejables, que permiten llegar de manera más directa 
a los alumnos. 


Además, quisiera mencionar un concepto general que también surge del informe que presentara la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, relativo a la relación de vínculos laborales de servidores públicos durante el 
período 1995-2004, aunque seguramente medida de distinta forma. Ese fue el motivo de la pregunta inicial; 
ahora podemos estar seguros de que están incluidos prácticamente todos los vínculos -no personas, sino 
vínculos-, aunque seguramente hace diez o quince años no lo estaban. Pero, partiendo de la base de que todos 
estuvieran incluidos, podemos decir que la relación de los vínculos laborales con el Estado con respecto a las 
personas ocupadas en el país entre los años 1995 y 2004 fue de 21%, mientras que en estos últimos diez años 
pasó a 17%. Es decir que debemos considerar no solo valores absolutos, sino también números relativos. 


También podemos considerar otro número relativo ya que mientras en ese mismo período el producto bruto 
interno creció un 78%, el total de vínculos con el Estado creció solamente un 14%. 


SEÑORA GALÁN (Lilián).- Quisiera hacer un comentario y una pregunta. 


Evidentemente, si analizamos las políticas públicas enfocadas a las prioridades debemos considerar los casos 
de ANEP y de ASSE, que son intensivos en mano de obra y, por lo tanto, implican muchas más personas. 
Pero aquí estamos hablando de vínculos y no de personas. Precisamente, en esos dos Incisos los vínculos son 
mucho más importantes que las personas, debido a lo que recién se explicó. Por lo tanto, no veo un mayor 
crecimiento allí cuando, en realidad, se produjo un mayor crecimiento de escuelas y liceos que, 
indudablemente, llevan muchísima mano de obra. 


Según las cuentas que hemos sacado, sin considerar esos Incisos, el resto de los vínculos del Estado eran 
aproximadamente 2.300. Entonces, la pregunta es dónde estaban esos vínculos. Según mis cuentas, me 
parece que debían estar, no dentro del Gobierno central ni de los Incisos del artículo 220, sino dentro de las 
intendencias. Esa es la pregunta. 


Me parece que no podemos hacer números relativos a los vínculos sin relacionarlos con las políticas públicas, 
porque en ese caso quedarían descolgados. No podemos decir que en el año 2014 no podían entrar más 
funcionarios públicos porque aquí estamos hablando de vínculos y no directamente de mayor cantidad de 
personas pero, por otro lado, en ese año se crearon más escuelas, liceos y policlínicas. Por lo tanto, entiendo 
que esa es la relación que debemos hacer, en función de las prioridades enfocadas a las políticas públicas del 
Estado. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Pido disculpas si vuelvo un poco atrás, pero esto tiene que ver con lo 
que expresó la señora diputada Galán y, especialmente, con la composición del saldo que se le brindó al 
señor diputado Pozzi, y apunta a aclarar la principal pregunta formulada por el señor diputado 
Gandini. Considero que también sería importante que nos brindaran la composición de las bajas y de 
las altas, si tienen el dato. Basados en ese registro podríamos hacer el análisis, no solamente 
considerando el saldo. Nosotros querríamos saber cuál fue la composición de las bajas para comprobar 
si fue sustitutiva o no, así como la de las altas. De esa manera, podríamos hacer nuestro propio análisis 
y ver si se trata de vínculos nuevos, sustitutivos o renovaciones de contratos, etcétera. Considero que 
resulta fundamental tener la composición de altas y bajas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero retomar lo que expresó el señor diputado Andújar y también la 
respuesta que se nos daba en cuanto a la vigencia de la prohibición de ingresos después del 28 de 


febrero. 


Voy a leer un corto párrafo de una de las versiones taquigráficas de la rendición de cuentas anterior, en 
ocasión de la comparecencia de la Oficina Nacional del Servicio Civil, en el que el señor Martínez se refería 
a este tema. Decía: "Teóricamente los vínculos laborales podrían crecer, en primer lugar, porque la veda 
empezó a correr a partir del 28 de febrero" -recuerdo que estábamos más o menos en esta fecha pero del año 
2014, analizando la rendición de cuentas del año 2013- "y los aspirantes a los cargos de los concursos que 
terminaron a fines del año pasado o a principios de año [...] pueden ser designados en el correr del presente 
año. En segundo término, porque la inhibición no corre para quienes no son funcionarios públicos, o sea que 
puede haber llamados de becarios, pasantes y arrendamientos de obras y servicios con organismos 
internacionales. Y en tercer lugar porque la Ley _N* 16.127 establece las excepciones a la inhibición y qué 
organismos pueden contratar. Estos motivos indican que puede haber variaciones". 


El literal E) del artículo 1% de la Ley_N* 16.127, expresa: "No podrán realizarse designaciones de nuevos 
funcionarios dentro de los doce meses anteriores a la finalización de cada período de gobierno". Correcto. 
Pero su artículo 4” sostiene: "No regirán las exigencias del artículo 1” para las designaciones de nuevos 
funcionarios en los siguientes casos: [...]", y continúa con una larga lista de literales que incluye los cargos 
presupuestados o funciones contratadas del Ministerio de Salud Pública, del INAU, del Hospital de Clínicas 
de la Universidad de la República, de la central de servicios médicos del Banco de Seguros, etcétera. 
También incluye las contrataciones de personal eventual o sorteado del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, las contrataciones de personal de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica, las 
contrataciones de personal para funciones técnicas o especializadas correspondientes a programas con 
financiación externa, los cargos o funciones técnicas o especializadas correspondientes a la ejecución de 
convenios entre la Universidad de la República y organismos nacionales públicos o privados, los cargos o 
funciones originadas en las vacantes existentes en la Sinfónica del Sodre, y el listado continúa; no los quiero 
aburrir, pero llega al literal Ñ. 


Hay una prohibición genérica, pero también una cantidad de excepciones. Por ejemplo, se podían llenar los 
cargos de los concursos que se habían hecho y, además, estaban los casos de los becarios, pasantes, 
contrataciones, etcétera. O sea que la restricción tiene muchas perforaciones; esto modificó una prohibición 
genérica que venía de la legislación anterior. 


Por supuesto, entiendo -tal como dijo recién la señora diputada- que hay necesidades que se van generando 
con el correr del año. Sin duda, eso es verdad, pero ese no es el tema en cuestión, sino si la ley permite 
incorporar funcionarios para cubrir esas necesidades; si no es así, dichas necesidades tendrán que ser 
postergadas o se deberán planificar las cosas de modo que esos lugares se llenen antes de que surja la 
prohibición. Creo que es una cuestión de planificación. 


En síntesis, quisiera dejar claro que el crecimiento en el año 2014 también corresponde a todas las formas de 
excepciones que contiene la prohibición. Está claro que el número de funcionarios creció más que el de no 
funcionarios, ya que se produjo una regularización de una calidad a la otra, lo que aumentó la relación de 
funcionarios. De todos modos, la incorporación de no funcionarios a que hace referencia el literal E) del 
artículo 4* de la Ley_N” . 16.127 no está prohibida, porque allí se hace referencia a funcionarios. Por lo tanto, 
salvo que la ley esté mal y se confunda la denominación de "funcionarios", en ella no se prohíbe la 
contratación de no funcionarios; como dije, solo prohíbe la de funcionarios y, además, establece una cantidad 
de excepciones. Por esta razón, yo diría que lo excepcional es lo que no se puede contratar porque, de todos 
modos, hay mucha gente que puede ingresar 


Esa es la constancia que quería dejar para aclarar la situación; si me equivoco, la Oficina Nacional de 
Servicio Civil me puede corregir. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Creo que lo que se acaba de expresar define muchas cosas. En 
realidad, considero que es muy útil ese razonamiento, en primer lugar, porque deja definido lo que se 
establece, es decir, que no se podrán celebrar contratos dentro de los doce meses anteriores a la 
finalización del período de Gobierno. A veces, en la discusión pública hablamos de año electoral; en 
realidad, se ha acuñado esa expresión, pero el legislador hizo referencia a la finalización de cada 
período de Gobierno, que es otra cosa distinta; y por más que todos tenemos muchas pasiones, el 
período de Gobierno termina el 28 o 29 de febrero. 


Por otra parte, ese mismo artículo también dice que se podrán incorporar en un cargo presupuestado los 
provisoriatos que en dicho período hayan superado la evaluación correspondiente. Es decir que hay un 
proceso al que el funcionario tiene derecho, adquirido por ley que, de pronto, culmina de concretarse dentro 
del período al que estamos haciendo referencia y que, aparentemente, podría ser de veda. 


Quisiera que la subdirectora, la doctora Gabriela Hendler, y la licenciada Corti aporten algún elemento 
complementario. 


SEÑORA HENDLER (Gabriela).- La referencia normativa que realizó el señor diputado Gandini es 
correcta. De todos modos, creo que es bueno destacar que no hubo cambios al respecto, porque las 
excepciones establecidas en el artículo 4” de la Ley N” 16.127 no fueron modificadas, ya que los 
cambios que introdujo el Estatuto del Funcionario no alcanzaron dichas excepciones. Por lo tanto, los 
eventuales ingresos que se hicieron a través de esas excepciones se llevaron a cabo cuando los 
organismos habilitados lo requirieron. 


Por otro lado, los demás vínculos, es decir, los becarios, los pasantes y los arrendamientos de obra -que nunca 
tuvieron calidad de funcionarios públicos y siguen sin tenerla- también se incorporaron de acuerdo a las 
necesidades de los distintos organismos. 


SEÑORA CORTI (Analía).- Quisiera hacer referencia a la composición de las altas y las bajas. 


La información correspondiente figura en la página 127 del informe. Además, en donde dice "Formularios de 
Relevamiento" también se incluyen los formularios de altas y bajas de cada organismo, y se puede analizar 
cómo se compusieron. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- En el informe anexo que recibimos de la Rendición de Cuentas hay 
dos hechos que llaman la atención, teniendo en cuenta que en este Parlamento se votaron por 
unanimidad dos normas a las que se hizo referencia. 


En realidad, creo que luego de que se aprueban las leyes -que tienen un proceso de elaboración y discusión, 
lo que también abarca aspectos de la sensibilidad humana- es bueno hacer un seguimiento con respecto a su 
cumplimiento. Estoy haciendo referencia, específicamente, a la ley de ingreso al Estado de las personas con 
discapacidad. 


Tal como aquí se establece, en el año 2014 ingresaron al Estado 1,04% de personas con discapacidad, pero la 
ley establece que debe ser un 4%. Asimismo, si analizamos el anexo que recibimos de la rendición de cuentas 
que refiere al ingreso de personas afrodescendientes al Estado -algo que también está establecido en una ley 
que votó este Parlamento-, podemos decir que en 2014 ingresó el 1,1%, aunque la ley establece que sea el 
8%. 


Evidentemente, hay un incumplimiento por parte del Estado, pero más allá de que se me pueda decir que se 
desconocen las causas por las que la Oficina Nacional del Servicio Civil no tiene competencia para analizar 
las razones del incumplimiento de la cuota de ingreso de personas con discapacidad y personas 
afrodescendientes a las diferentes reparticiones del Estado, quisiera saber qué proyecta hacer la Oficina, en 
esta nueva gestión, para mejorar esta situación y ser garantía del cumplimiento de estas normas. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Creo que la pregunta es importantísima, ya que es algo que a todos 
desvela cuando vemos los números. 


En realidad, yo me hice la misma pregunta, porque tenía la misma fuente a que hizo referencia el señor 
diputado Cardoso. 


De todos modos, es muy importante tener en cuenta -luego solicitaré que nos den una explicación mucho más 
científica, porque esto es algo importante y crítico y esta Administración procurará resolverlo- que hay 
organismos que no nos han suministrado información al respecto. Ese para mí es el punto en el que tenemos 
que hacer hincapié. En realidad, hay muchos organismos que tienen más oficinas de personal que de gestión 
humana, que es el rol que nuestra Oficina quiere desempeñar en el futuro. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Mario Ayala Barrios) 


Por otra parte, los porcentajes mencionados tienen que ver con los resultados de los concursos, ya que 
no en todos los llamados se presenta la cantidad suficiente de personas con el perfil requerido por la ley para 
el llenado de vacantes. En realidad, si no se hubieran cubierto los cargos aun cuando las personas con el perfil 
que requiere la ley para cubrir la cuota se hubieran presentado, sería diferente, pero ese no fue el caso. En una 
palabra, una cosa es que no existan personas con el perfil para cumplir la función y otra que haya un acto 
discriminatorio -lo que sería realmente inadmisible- de no cumplir con la cuota aunque se cuente con 
postulantes que reúnan las condiciones requeridas 


Por supuesto, para nosotros es difícil dejar circunseriptos estos temas a la rendición de cuentas de 2014, pero 
como dentro de poco estaremos hablando del presupuesto de 2015 en adelante, podremos abordar todo eso. 


SEÑORA HENDLER (Gabriela).- En cuanto a lo que piensa hacer la Oficina Nacional del Servicio 
Civil con respecto a esta situación, podemos decir que recién estamos ingresando en el tema; sabemos 
que estamos un poco retrasados, pero en este momento estamos trabajando en el presupuesto. De todos 
modos, estamos comenzando a cumplir con nuestro cometido de uniformizar la planificación en 
materia de recursos humanos en el ámbito de la Administración Central. Esto se hace desde una de 
nuestras áreas y en la convocatoria a las distintas unidades de gestión humana de los Incisos de la 
Administración central se va a incluir una advertencia, a efectos de que en la definición de necesidades 
y perfiles se tenga en cuenta la nueva normativa, que es de reciente aplicación en la perspectiva 
histórica. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Hago un paréntesis, porque no voy a hablar de la Rendición de 
Cuentas, sino que voy a manifestarme en función de la pregunta, aunque quizás esté fuera de tema. 
Hay otro tema que nos desvela. Una cosa es la cantidad de gente que se postula con esos perfiles -por 
ejemplo, de discapacidad- y otra cosa es qué capacidad de recibir la información tiene esa gente para 
postularse. En definitiva, ¿todos los que quisieran o estuvieran en condición de postularse se enteran 
de la existencia de esos concursos? Por ejemplo, hay algunos organismos del Estado que están 
utilizando un mecanismo que vamos a procurar extender, que tiene que ver con la informática y todas 


las posibilidades que nos brinda la web. 


Asimismo, debemos dar un paso más. Estamos en contacto con las organizaciones sociales, algunas son 
institucionales, del Estado o mixtas, que nuclean a distintos colectivos. A veces, no están previstas por la ley, 
pero desde el punto de vista de la convivencia social es muy importante acercar a esas personas a la 
posibilidad de ejercer la función pública, si tienen la formación necesaria. A su vez, utilizaremos dos 
elementos más. Uno es COFE, ya que hemos acordado una participación activa para cooperar en la difusión 
de estos llamados. El otro elemento es que las instituciones de distinta naturaleza que tienen vinculación con 
personas con los perfiles necesarios, nos ayuden a comunicar los llamados. Quiero parar por acá, porque si no 
terminaré haciendo un anticipo de la ley de presupuesto. 


Recalco que es una preocupación absolutamente compartida que comienza por exhortar -uso una expresión 
moderada- a los organismos que todavía no han aportado información y les ofrecemos instalar la capacidad 
técnica para que puedan cumplir con ese cometido. 


Los cuadros estadísticos son muy complejos de analizar porque son bastante intrincados y ninguno de 
nosotros tiene por qué tener los asesores indicados. Por eso, sinceramente digo que cualquier consulta que los 
legisladores tengan para desentrañar la información no vacilen en formularnos las preguntas aclaratorias, y 
no necesariamente tiene que ser a través de los pedidos de informes. La decisión de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil es ser el organismo que dé los insumos para la mejor definición. No somos una trinchera para 
defender políticas, sino un lugar para aprender a aplicar políticas con información suficiente. Siempre 
decimos que no hay decisión inteligente sin información suficiente; entonces, estaremos aportando todo el 
relevamiento. 


Nos gustaría que los legisladores conozcan las distintas áreas del Servicio Civil. Sinceramente, a pesar de 
haber estado antes en Presidencia, no tenía el conocimiento cabal de lo que significa la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. No hay ningún número que esté modificado de algún modo ni puesto en información de 


ningún tipo. Se trata de información de la que damos fe por la procedencia profesional del mecanismo 
aplicado. 


(Ocupa la Presidencia el señor diputado Óscar Groba) 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En la Rendición de Cuentas pasada compartimos con la Oficina Nacional 
del Servicio Civil la preocupación de poder identificar la cantidad de personas que tienen vínculo con 
el Estado, más allá de los vínculos en sí mismos. El informe nos trae datos de ANEP, por la buena 
voluntad de ese organismo, que nos da una información muy útil para saber cuántas personas tienen 
más de un vínculo dentro del organismo. Nos podemos imaginar que alguien puede ser maestro en una 
escuela en la mañana, de tarde dar clases de historia en un liceo y, quizás, de noche sea docente en 
UTU, por lo cual tiene tres vínculos. No obstante, no sabemos si la maestra que trabaja en la mañana, 
de tarde es funcionaria de un Ministerio, porque ANEP no cruza información con otros organismos. Es 
el caso típico de quien es médico de ASSE y de una policlínica de la Intendencia, por lo que tiene 
vínculos laborales en dos organismos distintos. Por lo tanto, ni siquiera alcanza con que el organismo 
cruce su propia información. 


En aquel momento hablamos de la utilidad -recuerdo la intervención de la licenciada Corti- del registro a 
través de la cédula de identidad, lo que permitiría hacer cruces adecuados, porque si cada organismo registra 
la cédula de identidad y carga la información en la relación contractual, la Oficina Nacional del Servicio 
Civil algún día podrá identificar cuántas personas trabajan en el Estado, más allá de la cantidad de vínculos. 


Por lo tanto, quisiera saber si desde la Rendición de Cuentas se ha avanzado en algún sentido normativo, 
porque la Oficina Nacional del Servicio Civil empuja, pero no siempre logra que los organismos tengan 
voluntad, tiempo o dispongan de los aparatos administrativos e informáticos. Se ha avanzado mucho, porque 
antes no pasaban ningún dato, pero es necesario seguir con esta etapa. 


Por otra parte, quisiera saber hasta dónde llega la información. Tenemos un Estado que es la persona jurídica 
mayor, los gobiernos departamentales, los servicios descentralizados, los entes autónomos y los organismos 
de los artículos 220 y 221 de la Constitución, y hasta allí se llega. Sin embargo, tenemos otras figuras 
jurídicas que funcionan como paraestatales. Además, el derecho administrativo ha ido generando otras 
figuras. Actualmente, tenemos personas de derecho público no estatal que funcionan con fondos públicos y 
no son estrictamente funcionarios públicos. También tenemos sociedades anónimas y los fiduciarios, que 
funcionan con fondos públicos, pero no son públicos. Entonces, por esa vía empiezan a quedar fuera de la 
información muchos datos importantes, porque son fondos públicos. Hemos tenido debates sobre si el 
Tribunal de Cuentas o el Parlamento llegan, pero estamos seguros de que no se advierten las 
incompatibilidades. Un funcionario público no puede tener dos vínculos laborales con el Estado, excepto los 
docentes, los médicos, el personal de salud y alguna otra excepción, que son estrictamente reguladas y 
establecidas por ley; la norma es que no se puede. Sin embargo, se puede ser funcionario de Ancap y 
empleado de Ducsa; se puede ser las dos cosas, porque Ducsa es una sociedad anónima. Cuando pierde plata 
ALUR, la pone Ancap, de sus fondos. Además, los jerarcas de Ancap son los directores de ALUR, de Ducsa y 
de las demás sociedades anónimas como CABA o la del pórtland que tiene Ancap, que subsidia; se puede ser 
empleado de las dos. 


Entonces, la pregunta es hasta dónde llegamos. Escuché hablar de Conaprole, de INAC; esas son personas de 
derecho público no estatal. Pero hay otras empresas que me consta que no registran. 


Acá hay dos temas: la evolución del trabajo de la Oficina -esta sabe que nosotros tenemos una buena opinión 
a este respecto, pero aún falta- y este otro mundo del Estado paralelo, que se va desarrollando, que cada vez 
es más grande y que, muchas veces, maneja fondos públicos a través de personas de derecho público no 
estatal o de otro tipo de sociedades que funcionan estrictamente bajo el derecho privado y que, cuando andan 
mal, responde el Estado. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Se trata de temas importantes y que, además, requieren de una 
legislación habilitante. Nosotros registramos vínculos con el Estado de acuerdo con la naturaleza 
jurídica que las leyes dan a cada organismo en particular. La capacidad de exigir, por aquello de 
respetar los cometidos que la ley asigna a cada uno de los organismos, también nos limita en nuestra 
condición de tal. Por supuesto que si el legislador, oportunamente, dispone llegar a todos los registros 


que tengan alguna fuente de financiamiento con fondos públicos, nuestros registros de vínculos -son 
registros de vínculos con el Estado- llegarán al punto que se requiere como organismo que somos. 


Voy a pedir a la licenciada Corti y al escribano Cabillón, Director del Registro de Vínculos con el Estado, que 
nos aporten información, teniendo en cuenta que no disponemos de mucho tiempo más. 


SEÑOR CABILLÓN (Emilio).- Con respecto a la primera parte de la pregunta que formuló el señor 
diputado Gandini, debo decir que la Oficina Nacional del Servicio Civil, a efectos de mejorar la calidad 
de la información y la transparencia de los datos, diseñó un sistema para fortalecer la información y 
análisis de los servidores públicos. En dicho sentido, se formó una comisión dentro de la Oficina y, 
mediante una licitación pública, se contrató a una empresa que diseñó un nuevo sistema de registro de 
vínculos con el Estado. Se trata de un sistema integrado que recibe la información directamente de lo 
que es la Administración Central -entes autónomos, servicios descentralizados, gobiernos 
departamentales, Poder Judicial, Poder Legislativo y Poder Ejecutivo-, desde la Contaduría General 
de la Nación, a través de una conexión. De esa forma, todos los datos de los funcionarios de la 
Administración Central pasan a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Una de las funcionalidades del nuevo sistema radica en que tiene una conexión con la Dirección Nacional de 
Identificación Civil; de ese modo, puede conocerse el vínculo de una persona con la Administración pública. 
Y téngase presente que hablo de vínculos; dentro de ese concepto, hablamos de la persona que presta 
servicios en una entidad estatal sin tener la calidad de funcionario público. Mediante esa conexión con la 
DNIC, logramos tener certeza en cuanto al nombre, apellido, cédula de identidad y fecha de nacimiento de la 
persona. 


Ustedes deben tener presente que nosotros dependemos de los organismos. Hay organismos que 
crónicamente no mandan la información. Como este es un sistema nuevo, estamos capacitando al personal 
para que los organismos puedan conocer su funcionamiento y para que proporcionen la información como 
corresponde. 


Con este nuevo sistema, y a través de la conexión que les comenté, vamos a poder realizar un control más 
efectivo de todas las situaciones. De esta forma, podremos conocer los vínculos de las personas con los 
diferentes organismos. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Para que ustedes tengan una idea de la mecánica, cada vez que se 
va a establecer un vínculo nuevo con una persona la Oficina Nacional del Servicio Civil debe expedir 
un informe -que debo firmar- que comprueba que esa persona no tiene un vínculo que torne 
incompatible el que se quiere generar. Imaginen la preocupación que nos genera poner nuestra firma, 
de puño y letra, en los informes; por eso es muy importante lo que planteó el señor diputado Jorge 
Gandini. 


De todos modos, estamos muy contentos porque en estas horas estamos cambiando el registro de 1.0 a 2.0; 
ahora está de moda hablar en estos lenguajes. Ello significará un avance tecnológico enorme porque, además, 
estamos enganchando la información con el mecanismo de Agesic y lo que va a ser el gobierno electrónico. 
Estamos haciendo cambios profundos en esa dirección, con las fuentes que nos otorgó el Parlamento y con 
los futuros recursos que nos voten en el próximo presupuesto. 


SEÑOR CABILLÓN (Emilio).- Me entusiasmo con el tema del registro porque creo que es algo muy 
importante para la Administración. 


El registro tiene la particularidad de haber integrado diferentes módulos, como por ejemplo los de sumario, 
de inhabilitaciones, el Registro de Vínculos con el Estado -RVE- y el Registro de Personal a Redistribuir. 


Para todos los expedientes que van a la Oficina por concepto de ingresos, contrataciones, etcétera, debe 
consultarse el registro. Antiguamente, había que hacer la consulta en diferentes módulos. Ahora, se hace una 
consulta integrada. De esta forma, al estar todos los módulos conectados, si se realiza la consulta sobre una 
persona, se conoce toda la información de los vínculos, si existe sumario, si está inhabilitada o si está en 
trámite de redistribución. 


SEÑORA CORTI (Analía).- Con respecto a la cantidad de personas que trabajan en el Estado, para 
incentivar el uso de los registros, el relevamiento que se hace en el observatorio utiliza los datos que 
están en el registro, para que los organismos chequeen si eso es correcto o no y lo corrijan. Nosotros 
hicimos un cálculo estimado de la cantidad de personas en el Estado, puesto que se basa en lo que 
aparece en el registro; no tiene en cuenta las posteriores correcciones que los organismos realizaron en 
el formulario que les enviamos. 


El cálculo estimado de cédulas es de 252,345, lo que implicaría 55.742 menos que los 308.091 vínculos; eso 
representa un 18% menos. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Ese es un buen dato. 


Como saben, este es un tema que nos preocupa e intentamos colaborar. Creo que hay que ayudar a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil para que colaboren los jerarcas más perezosos. Los funcionarios jerárquicos 
tienen diversas obligaciones. Recuerdo que, por ejemplo, establecimos que si el jerarca hacía una 
contratación en determinadas condiciones, esta sería nula y él responsable. Quizás la consideración del 
proyecto de ley de presupuestos sea el momento oportuno para establecer que el incumplimiento de parte del 
jerarca es una falta grave. 


Ahora, puede que existan razones justificadas. Tal vez el jerarca encuentre una administración a la que se le 
dificulta el registro; bien, esta sería una manera de constituirse en una excepción. Pero el jerarca debe tener la 
obligación de cumplir. El incumplimiento tipifica la omisión, que es una de las causales de destitución de un 
funcionario público. Si no lo hacemos así, será complicado para la Oficina Nacional del Servicio Civil tener 
entre sus manos exclusivamente la tarea de la convicción, que podrá estar acompañada de mayor o menor 
presión. El trabajo siempre estará incompleto y pagarán justos por pecadores. Los que cumplieron e hicieron 
el trabajo no aportan demasiado, en tanto se necesita la globalidad para tener una información. En este tema 
de cruce de datos, si no sabemos todo, al final no sabemos nada. 


Reitero que quizás la consideración del proyecto de ley de presupuestos sea una buena oportunidad para 
establecer por escrito la obligación del jerarca de responder a estos requerimientos, disponiendo que si no se 
cumple con ella habrá consecuencias. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En la Rendición de Cuentas de 2009, la Oficina Nacional del Servicio Civil 
expuso el problema que había con la falta de información, fundamentalmente de las Intendencias del 
interior. En el presupuesto de 2010, en los compromisos de gestión que habilitan a las Intendencias a 
cobrar entre el mínimo -2,9%- y el máximo -3,3%-, incluimos la obligación de presentar esa 
documentación. 


Por lo que advierto, las Intendencias han entendido el mensaje y aportaron la información. Quizás en este 
presupuesto tengamos la posibilidad de mejorar en algo esta información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, la presentación y todos los aportes que han realizado en la mañana de hoy, que son muy 
buenos. 


Quiero sugerir a los legisladores que si pueden, esta tarde -si no lo hicieron antes- revisen el material de 
vínculos laborales con el Estado... 


(Hilaridad) 


———...que es lo que estuvo a consideración en el día de hoy. La ONSC ha sugerido pasar algunas páginas; 
creo que la 127. Simplemente se trata de colaborar con el trabajo de equipo que está haciendo esta Comisión. 


(Hilaridad) 


La información brindada se podrá compartir o no, dependiendo de cada partido, pero servirá como 
insumo para analizar la rendición de cuentas. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Si los legisladores o sus asesores requieren una información más 
detallada, no vacilen en comunicarse con nosotros. Con la aplicación de la modalidad de registro 2.0 
podremos brindar una información más acabada que la que aportamos hoy. 


(Se retira de sala la delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil) 


(Ingresa a sala la señora Ministra de Desarrollo Social y asesores) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a la Ministra de Desarrollo 
Social, maestra Marina Arismendi; a la Directora General de Secretaría, señora Graciela Mazzuchi, al 
Director Nacional de Evaluación y Monitoreo, señor Juan Pablo Labat y a la Directora Nacional de 
Protección Integral en Situaciones de Vulneración, señora Mayra Aldama. 


Quiero reconocer el apoyo que ha tenido esta Comisión, porque creo que en el mismo día y hora estaban 
convocadas las autoridades del Ministerio para asistir a la Comisión Especial de Población y Desarrollo, con 
el fin de tratar estos temas. Como se consideró prioridad dar un rápido y adecuado tratamiento a la Rendición 
de Cuentas, esa reunión se postergó. Por tanto, agradecemos a los miembros de esa Comisión y también a las 
autoridades del Ministerio quienes, seguramente, acordaron otra fecha para su asistencia. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- En realidad, lo primero que queremos decir es 
que, naturalmente, estábamos dispuestos a venir a rendir cuentas sobre el trabajo del año 2014, en el 
sentido de que concebimos nuestra tarea, y en el caso del Mides con más razón, como una continuidad 
desde hace diez años. Estamos hablando de un Ministerio que nace en el año 2005 y, por lo tanto, ya 
tiene dos Administraciones. Y aunque parezca mentira, ya estamos a mediados del primer año del 
tercer quinquenio del Ministerio de Desarrollo Social. Si bien no estuvimos en el Mides en el año 2014, 
al mismo tiempo, tenemos la interiorización que corresponde a todos cuando asumimos una tarea 
sobre lo realizado y propuesto. Esta es una idea sobre la que hemos conversado y elaborado mucho con 
nuestros directores y directoras. Se trata de un grupo muy bueno; algunos de ellos están desde el 
nacimiento del Mides, otros han estado, se han ido y han vuelto, porque es un Ministerio que atrae 
nuevamente a la gente. 


Por otra parte, partimos de la base de que el desafío para nosotros -por eso tenemos que saber qué pasó- es 
superarnos. No es superar a otros, sino a nosotros mismos. ¿Por qué? Porque es un mismo proyecto de país, 
de transformaciones; es un mismo proyecto en cuanto a la creación de instrumentos para el acceso a los 
derechos de todas y todos los habitantes de la República, tal como establece la Constitución. Los tiempos, la 
situación económica, financiera y social cambian, y la sociedad se va transformando. Por lo tanto, nosotros 
decimos que este es el mismo Mides de 2005, pero también es diferente. ¿Por qué? Porque fuimos parte de la 
transformación de esa sociedad. Entonces, no nos podemos plantear lo mismo que en el 2005 ni que en el 
2010. Hoy, teniendo en cuenta la realidad, después de haber analizado qué hicimos, cómo lo hicimos y cómo 
pensamos proyectar hacia el futuro, nos planteamos cumplir con los objetivos y con la misión del ministerio. 


Muchos de quienes están acá fueron protagonistas de la creación de este ministerio cuando todo el 
Parlamento votó la ley; no hubo diferencias entre los partidos políticos. 


Este ministerio tiene roles entrelazados: coordina las políticas generales, el diseño, la ejecución y el 
seguimiento, tal como establece la ley con respecto a la integración social para la totalidad de la población. A 
su vez, es responsable -lo que no significa que sea ejecutor- de todas las políticas que tienen que ver con la 
protección integral de los derechos vulnerados. 


En ese sentido, pensamos que se ha avanzado mucho en algunos temas. Hoy tenemos una Dirección, 
representada por la directora Aldama, vinculada con la protección integral contra la vulneración de derechos. 
Precisamente, analizando los objetivos para el presupuesto, reflexionábamos sobre la diferencia entre 
vulneración y vulnerabilidad. Una es consecuencia de la otra. Somos vulnerables porque alguien nos vulneró 
O porque no nos protegió. En ese sentido, la Constitución establece que la vulneración de derechos es 
responsabilidad del Estado, directamente al efectuar esas acciones, o a través de otros. En el caso del Mides 
es directamente a través de nuestras direcciones, programas y ejes estratégicos, que están planteados en la 
Rendición de Cuentas, que tienen que ver con la articulación, con la promoción de la participación social 


para el ejercicio de los derechos, con generar y difundir información y conocimiento que sirvan para el 
diseño y la ejecución de esos programas. 


En el día de hoy nos acompaña el director de Evaluación y Monitoreo. Como saben los señores diputados, al 
ser este un ministerio nuevo tuvo la ventaja -que no tuvieron otros más antiguos en el Estado- de nacer con la 
necesidad absoluta, imperiosa, de poder evaluar y monitorear las políticas. En ese entonces, ya estábamos en 
otra etapa del estudio de las ciencias sociales y en otro momento internacional y nacional. Por lo tanto, el 
hecho de contar con una Dirección Nacional de Evaluación y de Monitoreo, capaz de seguir desde los 
arranques lo que primero fue el Plan de Emergencia y luego el Plan de Equidad para poder actuar mejor sobre 
la realidad, tiene una enorme significación. 


¿Esto lo hacemos solos? No; lo hacemos conjuntamente con la Academia, con otras instituciones del Estado, 
como puede ser el Instituto Nacional de Estadística, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y teniendo en 
cuenta los propios seguimientos, monitoreos y evaluaciones que hagan instituciones del Estado que son 
nuestros socios. Nosotros actuamos en el gabinete social y en el consejo de políticas sociales. ¿Con quiénes 
trabajamos? Con los ministerios que tienen que ver con las políticas sociales: de Economía y Finanzas, de 
Salud Pública, de Educación y Cultura y de Trabajo y Seguridad Social. También trabajamos con los entes 
autónomos y servicios descentralizados, como ANEP, ASSE e INAU, y con el Banco de Previsión Social que, 
además de ser un socio colaborador en la ejecución de determinadas políticas, colabora en el diseño y en el 
pienso de estas políticas. 


Entre los objetivos que se planteaba el Inciso para el quinquenio pasado se encuentra el de asegurar el 
conjunto de políticas que incorpore enfoques de género, étnico racial, diversidad sexual, discapacidad y 
ciclos de vida. 


En este sentido, debemos decir que se ha avanzado mucho. Empezamos en el 2005 con esa concepción, y 
fuimos el primer ministerio que tuvo directores y responsables de áreas afrodescendientes. Me refiero al 
INJU y a Inmujeres, que en aquel momento era el Instituto de la Familia y la Mujer y se encontraba bajo la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura. 


El Instituto de la Familia y la Mujer pasó a ser el Instituto Nacional de las Mujeres, entendiendo que las 
mujeres somos diversas. No es la mujer, sino que somos las mujeres. Este concepto se incorpora con mucha 
fuerza en el quinquenio que estamos evaluando, y tiene un cierre interesantísimo en el 2014, vinculado con la 
diversidad sexual. Este tema también tiene que ver con las leyes que votó el Parlamento en la legislatura 
anterior, relacionadas con la inclusión y la pelea desde el punto de vista ideológico, cultural, social, pero 
también de inclusión laboral, educativa, sin discriminación hacia las personas con diversidad de género, 
personas víctimas de discriminación étnico-racial o con discapacidad. 


En la Rendición de Cuentas 2014 se incorpora algún plan piloto, que constituye el primer esbozo, los 
primeros pasos, hacia la atención de personas con discapacidad a través de asistentes personales. Se trata del 
embrión y de los primeros pasos de lo que será el Sistema Nacional Integrado de Cuidados, que 
próximamente se votará en el Parlamento. De todas maneras, aunque aún no tenemos la ley, ya estamos 
trabajando en este programa virtualmente, porque sabemos que contamos con el apoyo social y político, más 
allá de fronteras partidarias. Inclusive, ya empezamos a analizar el tema en una comisión de la Cámara de 
Senadores. 


Asimismo, estamos trabajando en el acceso efectivo -no es nuestra tarea, pero debemos hacerlo- y en la 
mejora de los resultados de las políticas universales, como por ejemplo educación, trabajo, empleo, salud y 
cuidados, entre otros. 


Quiero hacer una afirmación que van a escuchar nuevamente cuando hablemos en la instancia de presupuesto 
y todas las veces que me pregunten, y si no me preguntan, también. 


El Ministerio de Desarrollo Social no es el ministerio de los pobres, por más que está identificado así en el 
imaginario social. Muchas veces la prensa y los medios nos preguntan especfícamente acerca del trabajo de 
la directora Mayra Aldama, relativo a la vulneración de derechos. Nosotros somos responsables y trabajamos 
en la primera línea en lo que hace a este aspecto. Hemos tenido un descenso formidable de la desocupación y 
un ascenso muy bueno de la formalización en el trabajo, del poder adquisitivo de los trabajadores, del acceso 
a la cobertura de salud, es decir, estamos hablando de todas las políticas universales en la sociedad. Hemos 


descendido a una cifra tal -mis sociólogos siempre me precisan la forma de decirlo- que cuando hablamos de 
indigencia nos referimos a un índice de 0,4, 0,45 o 0,5, con un margen de error más menos muy pequeño, 
medido por ingresos. Pero eso no quiere decir que no tengamos familias que, aunque sus ingresos estén por 
encima de ese 0,4 -línea de indigencia o de pobreza, como la mide el INE y lo hace muy bien- no se 
encuentren en una situación de vulneración de derechos. 


Voy a dar un ejemplo que todos conocemos. En el Plan de Emergencia prácticamente nunca entró un 
clasificador de residuos, porque sus ingresos estaban muy por encima de la línea para acceder a dicho plan. 
Pero, si vamos a las condiciones de vida, a la situación habitacional, a los temas sanitarios, al cuidado de los 
niños mientras los padres trabajan o cuando lo hacen junto a ellos, decimos que es población con vulneración 
de derechos y, por lo tanto, a pesar de que por sus ingresos esté debajo de la línea, para nosotros son personas 
con las que tenemos que trabajar y actuar para que puedan ejercer esos derechos. 


Por otro lado, se trató de promover el ajuste y la adecuación de la matriz de protección social, generando 
dispositivos innovadores para la atención de los nuevos problemas y demandas sociales. En este aspecto -en 
los cuadros que tienen en su poder podrán ver que hay un desagregado interesante- nosotros podemos rendir 
cuentas de actividades que tienen que ver con asignaciones familiares, como el Plan de Equidad; podemos 
hablar de la tarjeta Uruguay Social. Ustedes saben que esta tarjeta es llamada de alimentación pero, en 
realidad, es para alimentación y útiles de limpieza, y con el agregado -que empezó en el quinquenio anterior 
y que les vamos a contar cuando se considere el presupuesto, aunque les adelantamos que estamos avanzando 
y ya firmamos convenio con UTE- de la denominada canasta de servicios y canasta energética. Asimismo, 
tiene que ver con la asistencia a la vejez, con la situación de calle, con el tema de identidad -que no se trata 
solamente de sacar la cédula, pero también de tramitarla- y con lo relativo a los servicios de violencia de 
género. Hoy tenemos servicios de violencia de género en diecisiete departamentos, pero son absolutamente 
insuficientes; de todos modos, los tenemos y lo veremos en oportunidad de analizar el presupuesto, así como 
lo relativo al programa de cercanías. Dicho programa se realiza con el INAU -si ustedes lo desean la 
directora Aldama les podrá informar mejor sobre ello- y es un trabajo cuerpo a cuerpo con la familia toda, 
visitándola, acompañándola, viendo metas que los equipos tienen que cumplir en ese trabajo personal e 
intransferible. De la misma manera, tenemos el programa Jóvenes en Red. 


Precisamente, estamos en la rendición de cuentas del 2014 y allí hay un trabajo que tiene que ver con lo que 
planteábamos hoy en los objetivos, que es acompañar a aquel muchacho o muchacha adolescente que por 
alguna razón -averiguar es parte de lo que tenemos que hacer nosotros- no concurre a un centro educativo, no 
está trabajando relativamente, porque cuando vamos a los datos de la vida real encontramos muchas 
muchachas, adolescentes y jóvenes que, en realidad, no es verdad que no trabajan ni estudian, porque 
trabajan y mucho: en su casa son quienes cuidan a los hermanos, a los padres o a los abuelos, son los que 
hacen las tareas del hogar. Podemos decir que no les pagan por su trabajo, pero no es verdad que no trabajan. 
Digo esto porque discrepo totalmente con esos que dicen "no estudia ni trabaja" y le ponen un pegote con 
título. Los datos duros y vivos de cada uno de esos jóvenes indican que sí trabajan pero, reitero, no les pagan. 


Asimismo, podemos decir que empezaron los primeros bonos de guardería, que fueron también un plan 
piloto y van a estar planteados para el futuro. Se trata de bonos que tienen que ver con lugares donde no hay 
un CAIF o similar -en Montevideo, el programa Nuestros Niños; o en el interior-, donde no tenemos un lugar 
de acogimiento, pero en las inmediaciones hay uno privado. Como aspiramos a que los niños y niñas, como 
planteaba José Pedro Varela, estén juntos en los bancos de la escuela, también nos gustaría -y trabajamos en 
ello- que estén juntos en las mesitas de los CAIF y no que unos vayan a un lado y otros, a otro. Entonces, ese 
bono integración es una salida paliativa que se instrumentó en el período anterior, y estamos pensando en 
seguir con él. 


Asimismo, está el programa -perdonen lo extenso- de la división socio-educativa. Dentro de ella está el 
programa Interin y el programa de Maestros Comunitarios, que ha sido muy exitoso. Son los maestros que 
fuera del horario escolar van a la casa de los niños a trabajar con la familia. Esto lo hacemos con Primaria y, 
naturalmente, los maestros los pone Primaria, no el Ministerio de Desarrollo Social. Por eso digo que hay 
cosas en las que somos articuladores y, quizás, en parte, financiadores. 


De la misma forma, podemos hablar del programa Aulas Comunitarias, esas aulas que, a la luz de una 
experiencia exitosa, estamos pensando -conjuntamente con ANEP y con Secundaria- en cómo transformarlo. 
En el primer quinquenio empezamos con algunas aulas de prueba, para la muchacha o muchacho que salió de 


la escuela y no se apuntó en el liceo, en la UTU o que a lo mejor se apuntó y abandonó. Cuando vamos a ver 
por qué sucedió esto, resulta que nos enteramos de que no se sintió incluido, tenía dificultades de aprendizaje 
o tenía los mal llamados problemas de conducta -para hablar en términos sencillos-, que son mucho más 
complejos que eso. 


Por lo tanto, cuando en un aula comunitaria, fuera del liceo, con los mismos profesores del liceo pero con 
asistente social, con psicólogo, con equipos de apoyo, con almuerzo, con merienda, con un liceo de 
referencia, resulta que ese chico o esa chica que supuestamente en el liceo no funcionaba -las madres muchas 
veces nos dicen "A Fulanito la cabeza no le da", en algún momento convencieron de eso al chiquilín- cursa la 
mitad de las asignaturas en un semestre y le va bien, se llena de ímpetus, cursa la segunda parte y le va bien; 
es un tema a estudiar. 


Entonces, ¿cómo seguimos? Es una interrogante para contestar cuando vengamos en la próxima instancia. La 
pregunta es: ¿estamos dispuestos a instrumentar un sistema educativo público paralelo para aquellos que 
están en esta situación? Personalmente, no estoy dispuesta, pero es parte de un debate, porque tampoco se 
trata de desarmar lo que funciona para aplicarlo donde no funciona. Pensemos en las virtudes y éxitos que ha 
tenido este programa para ver cómo lo incorporamos al Plan Quinquenal de este otro período. 


También queremos mencionar el Compromiso Educativo, un programa fantástico, que me gusta mucho, 
porque es muy emocionante. Tuve la suerte de estar presente cuando convocamos a los nuevos referentes 
pares, que son estudiantes terciarios, muy jóvenes -fundamentalmente, de Magisterio y del IPA- que todavía 
se están capacitando y que trabajan con los estudiantes más jóvenes para brindarles apoyo y hacerles el 
seguimiento para que puedan ir avanzando en la enseñanza. Lo estamos estudiando para ver cómo repicarlo 
con los más chicos, pero hoy por hoy, se da en una franja de adolescentes mayores, hacia la juventud. Por 
ejemplo, un estudiante de Magisterio trabaja con un adolescente brindándole apoyo. Según resultados de la 
evaluación del año 2014, quienes fueron apoyados, luego, se reciben de maestros, de profesores e, inclusive, 
nos vienen a plantear cómo hacer para seguir apoyando, porque el sistema los entusiasmó y alcanzaron 
buenos logros. Digamos que es un programa intergeneracional muy solidario dentro de las juventudes, es 
decir, adolescentes y jóvenes. Naturalmente, el IPA, Magisterio, la ANEP y la Universidad son los 
organismos que lo dirigen técnicamente; el Mides siempre tiene un rol articulador, de fomento, de impulso, 
de seguimiento. Cada uno hace lo que sabe hacer. Es lo mismo que ocurre con el área de la salud, que no la 
atendemos nosotros. 


Por otro lado, en el área laboral, tenemos a Uruguay Trabaja, las cooperativas sociales, el desarrollo local, el 
monotributo social, Uruguay Clasifica, con muy buenos resultados. Habrán visto, por ejemplo, las ferias de 
las emprendedoras. Tenemos la marca Provas -Programa de Valor Social-, con su identificación y su logotipo, 
que tiene gran éxito; a los montevideanos, les recomiendo un puesto de venta de artículos que se encuentra en 
el MAM. Además, tuvimos la alegría de presentar esta marca ante una empresa transnacional que se vino a 
instalar en los free shops de los aeropuertos y seleccionó gran parte de los artículos de nuestras 
emprendedoras para poner a la venta. 


También podemos mencionar el Programa Nacional de Discapacidad, el Programa de Asistentes Personales, 
el Plan 7 Zonas, que empezó en algunas zonas como prueba, sin presupuesto, porque estábamos en la mitad 
de la Legislatura y no había presupuesto -las evaluaciones son públicas, tanto las de la Dirección Nacional de 
Evaluación y Monitoreo como de la Universidad de la República-, las oficinas, la atención al ciudadano, las 
mesas interinstitucionales, etcétera. 


Asimismo, desde el punto de vista de la infraestructura, hoy está funcionando bien el Sistema Integrado de 
Información del Area Social -surgió en 2005, pero se desplegó en el quinquenio anterior-, en el que gran 
cantidad de organismos participa aportando datos. 


También está el Observatorio Social; en la última versión 2.0 del portal, de 2014, se puede pasar a la 
actualización de 500 indicadores. Si quieren profundizar en esto, el Director Nacional de Evaluación y 
Monitoreo, licenciado Juan Pablo Labat, les puede explicar cómo ingresar. 


A su vez, hay algo que es muy importante -me encontré con eso cuando volví al Ministerio y me parece 
estupendo-: podemos ingresar al Sistema de Monitoreo y Administración de Resolución de Trámites, poner el 
nombre de una persona cuyas condiciones puedan formar parte de las políticas del Mides y allí figura, por 
ejemplo, si trabaja, si aporta al BPS, si ya fue visitada, si tiene la necesidad de contar con la Tarjeta Uruguay 


Social, si le tocó asignación familiar, etcétera. También puede figurar que en una visita se encontró que en el 
hogar había un bebé con tales y cuales problemas y que, por lo tanto, se necesita una atención desde el 
Programa Uruguay Crece Contigo, que actualmente -desde el punto de vista formal y de rendición de 
cuentas- está en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, pero que a partir de este quinquenio va a pasar al 
Ministerio de Desarrollo Social. 


SEÑOR QUEREJETA (José).- Me parece que, desde 2005 en adelante, el Mides ha mostrado ductilidad en el 
manejo de las políticas públicas, quizás, por tratarse de una institucionalidad nueva. Me consta lo que decía la 
ministra acerca de los maestros comunitarios, una experiencia que venía del campo social que fue adaptada a 
las políticas públicas por el Mides, que se ha adecuado a las distintas realidades que ha encontrado en la 
sociedad en las diferentes etapas. 


También es cierto que la anterior fue una década ganada en materia de derechos. Durante los dos Gobiernos 
del Frente Amplio, se ha elaborado una agenda nueva de derechos, con un abanico de leyes que han 
respaldado las políticas en ese sentido. Más allá de que la ministra pueda explayarse sobre las políticas de 
acción afirmativa con respecto a minorías invisibilizadas, quiero referirme a la Ley N* 16.122, relativa a los 
afrodescendientes, de la que ayer se habló en el plenario de la Cámara. También fue mencionada hoy por los 
representantes de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que nos informaron que los resultados en materia de 
contratación de afrodescendientes son bastante pobres. Es cierto que el derecho no se otorga automáticamente 
con la aprobación de una ley, sino que el empoderamiento se va dando con el tiempo. Además, la ley es clara 
en cuanto a que su cumplimiento recae en el trabajo de una comisión conformada por representantes de tres 
ministerios: el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el de Educación y Cultura y el de Desarrollo Social, 
que lo presidirá. Además, la ley establece la conformación de un Consejo Consultivo integrado por tres 
representantes de organizaciones de la sociedad civil que trabajan en la temática afrodescendiente. 


Reitero: más allá de que la ministra pueda explayarse sobre las políticas dirigidas a otras minorías, quiero 
consultar específicamente sobre esta. 


SEÑOR SECCO RODRÍGUEZ (Gonzalo).- Pido disculpas porque debo retirarme, pero antes quiero 
dejar constancia de que acompaño el informe del Partido Colorado. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Comparto con entusiasmo y me alegro 
muchísimo de que el diputado Querejeta diga que se exhiben resultados pobres, porque es bueno 
cuando planteamos superarnos a nosotros mismos. En mi caso, es peor: entre otras cosas, tengo que 
demostrar que puedo ser mejor que yo misma. En el medio no estuve, pero me hago cargo de lo otro. 
Lo interesante, lo apasionante de la tarea que tenemos por delante es decir: "Esto no me conforma, 
quiero más". 


Con respecto a la consulta del señor diputado, debo decir que respondimos abundantemente a un pedido de 
informes de la señora diputada Gloria Rodríguez y podemos hacerles llegar esa respuesta que elaboró el 
equipo que trabaja en lo que nosotros llamamos transversalidades, que tiene que ver con todos estos temas. 
Por otro lado, la ley a que alude el señor diputado Querejeta es de agosto de 2013; quiere decir que pasó poco 
tiempo desde su aprobación. Además, 2014 fue un año electoral; o sea que si estuviera diciendo que en ese 
año entró equis cantidad de personas al Estado, estaría incumpliendo la ley. 


De todos modos, sin ley -lo dije al principio y lo voy a repetir-, el Mides fue la primera institución en el 
Estado que tomó este tema por convicción y desde que nació tuvo un departamento para el trabajo con 
jóvenes afrodescendientes. Asimismo, el Instituto de las Mujeres tiene un Departamento de Mujeres 
Afrodescendientes. Precisamente, en breve se entregarán, como todos los años, los Premios Amanda Rorra, 
que distinguen a mujeres por su trabajo contra la desigualdad desde el punto de vista étnico-racial. Será en la 
sede de Agadu y están todos invitados. 


En 2005, cuando empezamos a recorrer el país, encontramos pueblos, como por ejemplo Medio Luto, 
conformado exclusivamente por población afrodescendiente que vive en condiciones de pobreza extrema. 
Eso forma parte del Uruguay que encontramos, en el cual tuvimos que combatir la exclusión y tenemos que 
seguir trabajando para eso. Puedo hacerle llegar los datos vinculados con afrodescendientes egresados de la 
Universidad de la República y que cursen o hayan cursado educación terciaria, Magisterio o el IPA. Si 
tomamos solo los correspondientes a las mujeres afrodescendientes, nos encontramos con todas las 


vulneraciones. Como decimos nosotros, de una manera gruesa y dolida, sacaron todos los boletos para que 
les vaya mal. Si es mujer, si es niño, si es afro, tiene todas las posibilidades de tener problemas. Por eso, sin 
ley, empezamos a trabajar ese espacio transversal. De todos modos, impulsamos con mucha fuerza que 
hubiera una ley, porque se necesitan las medidas afirmativas. Hay mucha gente que nos critica duramente 
diciendo: "Pongamos las mismas medidas para todos", e incluyen a las mujeres como una minoría. 


En estos diez años, hemos incorporado funcionarios a través de concursos, inclusive para personas con 
discapacidad. En el primer quinquenio, sin ley, hicimos llamados abiertos a concursos para el ingreso de 
personas ciegas, con problemas de movilidad, con discapacidad auditiva, etcétera. Todo esto requirió de un 
arduo trabajo, que incluyó la formación de tribunales especiales y la incorporación de tecnología y elementos 
adecuados. El call center trabaja con personas ciegas; quienes les atienden cuando llaman para denunciar una 
situación de calle son personas ciegas 


Quiere decir que hay un trabajo más allá de la ley. Lo cierto es que cumplir con el porcentaje que establece la 
ley es parte del presupuesto del quinquenio y de las exigencias correspondientes. 


SEÑOR LABAT (Juan Pablo).- Quiero agregar que el trabajo definido a partir de la ley genera un conjunto 
de espacios de coordinación institucional. El Mides coordina, pero también participan otros organismos, entre 
ellos, la Oficina Nacional del Servicio Civil, que es la encargada de emitir un reporte anual de la evolución de 
algunos aspectos involucrados -que ya hizo-, donde se observa el rezago que señaló el señor diputado 
Querejeta. En parte, tiene que ver con esto: la perspectiva de desarrollo de la ley mencionada es de largo 
plazo. A partir de la composición del flujo de ingreso, se pretende ir modificando la composición de los 
funcionarios, y seguramente, con el correr del tiempo, se requiera una valoración permanente; por eso, se 
establecen dispositivos de monitoreo para ver cómo va evolucionando y qué alcance tiene en relación con la 
vinculación con el Estado. 


Obviamente, se pretende atender lo mismo que Inefop, cupos y oportunidades, trabajando sobre las distintas 
brechas que existen desde el punto de vista social, que están valoradas en este país con respecto a la 
población afrodescendiente. Como decía la señora ministra, esta es una valoración muy tardía e importante; 
si uno la mira a través de brechas, podríamos decir que es el principal factor discriminante de todos los que 
tenemos en esta sociedad, a pesar de que no es el más reconocido, por lo menos en esa magnitud. 


En ese sentido, el Mides, junto con el Departamento de Perspectivas Transversales, ha comprometido el 
análisis y la construcción de mapas de pobreza y de afrodescendencia, así como también el seguimiento, en 
una suerte de miniobservatorio social de todas las brechas de la población: salariales, de acceso al nivel 
educativo, carencia en el nivel de pobreza. Es un proyecto que estamos desarrollando en la actualidad. 
Hemos publicado algunos resultados, pero no coleccionados en formato de observatorio aún. Estamos 
trabajando en el compendio de indicadores que podrían permitir el seguimiento a esta problemática más allá 
de la ley. 


Si entran a la página web del Mides, advertirán que sobre la parte de abajo figura un banner -tiene el logotipo 
de un ojo-, que es el Observatorio; si entran allí, verán una variedad de indicadores y programas. Los 
indicadores figuran por temática o por departamento y se van construyendo a medida que surgen las 
demandas; en los programas, se puede apreciar la oferta pública que tiene el Estado de programas sociales, 
nacionales y departamentales, o por temática. 


Estamos trabajando para que en un futuro se pueda tener apertura municipal, pero todavía no se han definido 
completamente los límites geográficos de los municipios, lo que nos complica a la hora de hacerlos coincidir 
con las unidades estadísticas. 


Por otra parte, estamos promoviendo la generación de otros observatorios. Ya existe un observatorio de 
género; estamos promoviendo la formación de un portal de juventud y, quizás, uno de adulto mayor y otro de 
infancia. Estamos trabajando con distintas instituciones en esa voluntad, aprovechando la masa crítica 
acumulada en el Mides en este trabajo de construcción de información y en la necesidad de establecer 
seguimientos, como el que se planteó aquí, de las distintas temáticas de interés social que puedan requerir 
que se haga un esfuerzo de juntar y articular información que producen distintas instituciones y fuentes de 
datos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida a la señora ministra y su equipo; es una alegría 
reencontrarnos con la señora ministra después de muchos años, por lo menos en este ámbito. 


Como única referencia de carácter histórico de los antecedentes de estos temas relativos al tiempo más 
reciente, quiero decir que nosotros fuimos votantes, en el año 2005, de la creación del Ministerio -como bien 
recordaba la señora ministra-, así como también de todos los instrumentos que sucesivamente el Gobierno 
nacional fue solicitando a efectos de vertebrar los distintos planes sociales, respecto de los cuales asumimos 
una actitud de apoyo, sin perjuicio de las críticas y las valoraciones que sobre determinados asuntos 
vinculados con la gestión nos indicaban las circunstancias. No nos hemos apartado de esa línea; en ella 
estamos ahora, de cara al quinquenio que está por venir. Me parecía necesario dejar esta constancia al inicio 
de mi intervención. 


Estuve de acuerdo cuando el señor presidente de la Comisión propuso unificar en esta instancia las dos 
comparecencias de la señora ministra que estaban previstas para la Comisión de Presupuestos integrada con 
la de Hacienda y la Comisión Especial de Población y Desarrollo. Creo que era injusto y hasta innecesario 
que hiciéramos venir a la señora ministra en la misma semana para hablar más o menos de los mismos temas. 
Por eso, acepté con mucho gusto y ahora comparezco a la sesión de esta Comisión, con el ánimo de hacer 
algunas preguntas, quizás no todas las que tenía previsto formular en la Comisión Especial de Población y 
Desarrollo, pero sí algunas de ellas, que me parecen relevantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que la sesión que tenía prevista la Comisión Especial de 
Población y Desarrollo fue convocada para otra fecha. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No fue lo que entendí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente en que formule las preguntas que desee, pero quiero 
decir que mi información es que se volvió a hacer la convocatoria para otra fecha. 


Hago esa precisión porque me parece justo, pero además, porque no está el resto de los integrantes de la 
Comisión. Por lo tanto, dejo constancia de que estoy seguro de que fue modificada la fecha de convocatoria 
de la señora ministra a la Comisión Especial de Población y Desarrollo, sin perjuicio de que formule las 
preguntas que desee, teniendo en cuenta que el orden del día refiere a la Rendición de Cuentas del año 2014. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Debo interpretar, entonces, que lo que nos propuso era simplemente 
postergar la fecha de convocatoria de la Comisión Especial de Población y Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Entonces, no nos entendimos. Pensé que lo que sugería era simplemente 
unificar la convocatoria para poder hacerle a la señora ministra las preguntas que teníamos para 
formularle con la mayor amplitud. 


De todas formas, la señora ministra hizo una introducción muy amplia. Creo que eso nos permite formular 
preguntas o hacer planteos con la misma amplitud, si es autorizado por el señor presidente, naturalmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo lo autorizo, por supuesto. 


No obstante, quiero aclarar al resto de la Comisión la propuesta que se hizo. Inclusive, ocurrió lo mismo con 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas 
había sido citada para el día de ayer con la concurrencia del señor ministro, pero en función de la agenda de 
la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, que tiene a consideración el proyecto de 
Rendición de Cuentas del año 2014, postergó su reunión. Lo mismo ocurre con la Comisión Especial de 
Población y Desarrollo, que integra el señor diputado Abdala. 


Solo quería hacer esa precisión, aclarando que el orden del día sigue siendo la consideración del proyecto de 
Rendición de Cuentas del año 2014. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No nos entendimos usted y yo, a pesar de que hablamos varias veces de 
este tema, en forma personal y telefónica. 


De todas formas, formularé algunas preguntas. Si alguna de ellas exorbita el motivo de la convocatoria, se me 
señalará. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor diputado Abdala tiene experiencia en la materia y sabe qué exorbita 
y qué no. Por lo tanto, lo dejo librado a su buena voluntad y a su caballerosidad para con el trabajo de 
esta Comisión. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Sobre el tema de la ley de los afrodescendientes, quiero hacer una 
consideración. 


Francamente, con relación a este tema la ministra ha dicho que se han desarrollado distintas acciones, incluso 
por fuera del marco de la ley, y me parece muy bien. De todas formas, con relación a esta ley, evidentemente, 
hay un incumplimiento muy notorio por parte de la Administración en general y, yo diría, también del 
Ministerio de Desarrollo Social. 


Yo soy coautor de ese pedido de informes al que hacía referencia la señora ministra. Tengo aquí la respuesta 
que nos dio la Oficina Nacional del Servicio Civil en cuanto a los ingresos de personas afrodescendientes a la 
Administración pública y me parece que no vale el argumento de decir que fue año electoral y, por lo tanto, 
no podía haber ingresos. En ese caso, la ministra estaría reconociendo que la Administración hizo 
contrataciones o ingresos de tipo irregular. Aunque hayan sido irregulares, debieron respetar la ley o el cupo 
del 8% que establece la ley para los afrodescendientes. De lo contrario, además de violar la Constitución, 
violamos esta ley, que establece acciones afirmativas para este colectivo. 


Según la información que se nos proporcionó, por ejemplo, cabe señalar que ingresaron 6.096 personas, de 
las cuales 102 eran de origen afrodescendiente; apenas el 1,7%, cuando la ley establece que debe ser el 8%. 
Pero, además, este no es el único aspecto que prevé la ley, sino que también hace referencia a acciones 
afirmativas vinculadas a las becas de estudio, a los cursos de capacitación del Inefop, y de eso no hemos 
tenido noticia ninguna. Yo sé que eso no depende directamente de la ministra, pero -como se recordaba- la 
ley asignó al Ministerio de Desarrollo Social un cometido muy específico en cuanto a realizar la ejecución de 
todo esto o a darle el impulso desde la comisión interministerial que se creó; me acabo de enterar que se 
constituyó, por suerte; es un avance. 


También quiero recordar que hace dos años que aprobamos esta ley y que estas medidas son a término, 
porque estas acciones afirmativas -y en parte, su legitimidad- son transitorias. Si se hicieran permanentes, 
estarían violando el principio de igualdad establecido en la Constitución. Por eso, es necesario que se 
cumplan y con empeño. Y repito: ya llevamos dos años desde que esta ley se aprobó y estos son los 
resultados. De manera que creo que hay un aspecto de preocupación importante, que seguramente la señora 
ministra heredó; no hace cinco meses que está al frente de la cartera nuevamente. Por lo tanto, simplemente 
estamos hablando desde el punto de vista institucional, desde el punto de vista de las políticas y desde el 
punto de vista de los cometidos que cada uno de los ministerios tiene asignados. 


Por otra parte, la ministra habló aquí de los sistemas de evaluación y dedujo de la información proporcionada 
que hay satisfacción en cuanto al funcionamiento de los distintos sistemas de monitoreo; está aquí el director 
del área, señor Labat. Recuerdo que no hace mucho tiempo, con el entonces ministro Olesker tuvimos 
algunos intercambios en la Comisión Especial de Población y Desarrollo, en función de un informe de la 
Cartera -creo que es de 2012 o 2013- con un sentido de autocrítica muy importante, que establecía carencias 
muy severas en relación a todos estos aspectos vinculados con el diseño de los programas, con la 
determinación o indeterminación de la población objetivo, con las deficiencias de monitoreo, con la 
evaluación de impacto en el cumplimiento de los objetivos, con la debilidad en el diagnóstico, etcétera. 
Advierto que, por lo visto, esto se ha superado o habrá existido una evolución muy favorable. Me parece 
interesante tener un detalle adicional y, si lo hay, un informe o algo documentado a lo que podamos acceder 
que efectivamente demuestre que, en esto, las falencias -como allí se establecía- se han podido superar. 


Sin pretender adentrarme en los aspectos del presupuesto, quiero decir que la ministra hizo referencia a todos 
los programas del Ministerio y se refirió a un concepto bien interesante que es el de la dinámica de los hechos 


y la perspectiva de que el escenario actual no es igual al de 2005 -eso es verdad- y que, por lo tanto, en cada 
etapa, las políticas sociales deben adecuarse a las circunstancias. 


La ministra dijo que, en función de lo que se hizo en el pasado, ya estamos en una especie de fase superadora 
o de estadio nuevo, en el que hay que encarar o asumir nuevos desafíos, por ejemplo, el sistema de cuidados 
lo que, sin duda, fue el planteo central del actual Gobierno en la etapa preelectoral. 


Sin embargo, aparecen algunos aspectos que generan dudas y que fueron materia de controversia, que yo 
quiero traer al tapete, como por ejemplo -es bien reciente- la encuesta nacional de salud, nutrición y 
desarrollo infantil a la que la ministra hoy no hizo referencia en su intervención inicial, aunque sí habló de los 
estudios e investigaciones que hacen organismos que todos respetamos y valoramos desde el punto de vista 
técnico y de su neutralidad, como el Instituto Nacional de Estadística, la Udelar y la OPP. 


Si bien no quiero generar alarma, cabe decir que de esa encuesta surgen datos que por lo menos son 
preocupantes y que en una reunión de estas características y hablando con la ministra de Desarrollo Social de 
estos temas no podemos soslayar, porque me parece que no estaríamos a la altura de nuestras respectivas 
responsabilidades. 


De ese informe surge que los niños de cero a tres años en el Uruguay tienen problemas de inseguridad 
alimentaria importantes; el 41% algún tipo de inseguridad; el 28% inseguridad leve; el 8,9% inseguridad 
moderada y el 4,3% inseguridad severa. Entonces, si bien me parece interesante que la ministra haga su 
valoración o interpretación de esto, nos llama poderosamente la atención, en lo que hace a la gestión del 
ministerio, que de este segmento, más del 16% de estos niños no tienen asignaciones familiares. Esto tiene 
que ver con lo que la ministra decía en cuanto al tema del Atlas sociodemográfico, que yo comparto. No es lo 
mismo el abatimiento de la pobreza que la inclusión; son cosas vinculadas pero diferentes. La ministra dijo 
con mucha honestidad -es verdad- que hay cerca de un millón, casi un tercio de la población en el Uruguay -y 
son estudios del propio Ministerio de Desarrollo Social- que tiene alguna necesidad básica insatisfecha, una, 
dos o tres, después de todo lo que se ha hecho. 


Aclaro que no estoy haciendo juicios de valor ni señalamientos políticos, simplemente estoy tratando de 
describir hechos objetivos. Pero de ese segmento de niños que padecen inseguridad alimentaria, más del 16% 
no han recibido asignaciones familiares; solo el 36% recibió el beneficio de la tarjeta Uruguay Social, es 
decir, de la asistencia alimentaria. 


Según ese mismo estudio, el Programa Uruguay Crece Contigo -al que hizo referencia la ministra, que es 
muy interesante traer a colación porque ahora lo asume, como creo que debió asumirlo desde el inicio el 
Ministerio de Desarrollo Social- apenas llegó al 8% de estos niños que tienen problemas de alimentación, 
algunos de ellos muy severos. 


Y lo menciono porque dijo el propio Ministerio que este estudio era una suerte de mapa a partir del cual se 
elaborarían las políticas, correctivos o ajustes en las políticas sociales que se van a desarrollar en el tiempo 
inmediatamente venidero. Esto ya nos aleja un poco del concepto de reforma social o del nuevo estadio. Es 
decir, capaz que estamos llegando a ese nuevo estadio, pero evidentemente nos quedan algunas rémoras y 
rezagos de los estadios anteriores y sobre eso pediría a la ministra que nos diga en qué está trabajando el 
Ministerio. 


Esto lo relaciono con otro aspecto, que es el de las transferencias monetarias. Sin duda, de todos los 
programas que la ministra ha mencionado -que son todos muy interesantes, importantes y valederos-, las 
transferencias monetarias son un aspecto de enorme significación, por el volumen que representan, por la 
cantidad de asignaciones familiares que se pagan, por el esfuerzo presupuestal que hace el país, y que lo hace 
bien. 


Por eso quiero preguntar -eso tiene que ver con la rendición de cuentas- cuántas asignaciones familiares está 
pagando la sociedad y, sobre todo, cuál es el plan hacia adelante. Y lo pregunto porque la ministra, poco antes 
de asumir, hizo declaraciones públicas donde dijo dos cosas con respecto a esto. Una es que el nuevo 
Gobierno se abocaría a unificar el sistema de transferencias. No sé si esa es una propuesta en la que el 
Ministerio está trabajando y que va a llegar al Parlamento; puede ser muy interesante. Aclaro que no la estoy 
calificando, simplemente estoy preguntando si efectivamente se está trabajando en esa dirección y en qué 
consiste esa solución, por lo menos a modo de grandes titulares. También está la cuestión de las 


contrapartidas, que siempre es un tema recurrente. La señora ministra habló en contra de las contrapartidas - 
dijo que esto implicaba estigmatizar y culpabilizar a los beneficiarios-, en un sentido que puedo llegar a 
compartir. Coincido con que las contraprestaciones no deben tener el sentido estricto de contraprestación, es 
decir, un precio que se cobra a cambio de algo que se da; hasta ahí comparto su razonamiento. Sin perjuicio 
de ello, creo que lo que llamamos contrapartida -en la ley se habla de requisitos o de obligaciones, no 
necesariamente como contraprestación de algo- es algo absolutamente necesario, no en términos de 
contraprestación, sino de prestación, adicional o complementaria a la transferencia monetaria, por ejemplo, la 
asistencia de los menores al sistema educativo. Este no es mi parecer, sino el de los gobiernos del Frente 
Amplio, porque este es un requisito legal que no inventamos nosotros, ya que vino en la propuesta del Poder 
Ejecutivo. 


Las expresiones de la señora ministra quizás sean muy valientes, pero en algún sentido se contradicen o se 
dan de bruces con lo que el propio Gobierno del Frente Amplio ha hecho hasta ahora, y como se estaría 
trabajando en modificaciones a las transferencias monetarias, pediría a la señora ministra algún comentario 
que nos permita saber por dónde van las cosas. 


Finalmente -en aras de colaborar con el presidente y de superar nuestro malentendido, que quizás sea más 
mío que suyo-, con respecto al sistema de cuidados también quiero un brevísimo comentario, porque la 
señora ministra ha hablado de muchas cosas y el sistema de cuidados -por lo menos en la instancia previa al 
acto electoral- aparecía como el emblema del actual Gobierno en políticas sociales. 


Es verdad que el proyecto está en el Senado; nosotros lo hemos leído con atención en sus dos versiones, 
porque el Poder Ejecutivo mandó una primera propuesta, que entregó el presidente de la República a los 
coordinadores de bancada en la primera reunión, y luego una propuesta sustitutiva. Quiero decir francamente 
-con seguridad, nosotros vamos a votar este proyecto, porque son los instrumentos que el Gobierno pide- que, 
a mi entender, el proyecto se aboca, sobre todo, a definir la institucionalidad y la burocracia que estará 
asociada al desempeño de esta propuesta. Se crea el Sistema Nacional Integrado de Cuidados, el Comité 
Consultivo, la Secretaría de Cuidados, la Junta de Cuidados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor diputado sabrá disculpar a la Mesa, pero vamos a exhortar que se 
aboque al tema de la convocatoria. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Ya termino, señor presidente. 
Estoy hablando de cosas a las que se refirió la señora ministra; por eso, supongo que puedo preguntar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor diputado sabe que la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda está considerando el proyecto de rendición de cuentas de 2014. 


Por otra parte, la Comisión respectiva está convocada para el 6 de agosto. Además, en treinta o cuarenta días 
se considerará el Presupuesto Nacional, instancia en la que el señor diputado podrá hacer todas las consultas 
que quiera. 


No obstante, la señora ministra, si lo desea, podrá contestar en forma muy breve. 


La Mesa exhorta a que nos aboquemos al tema de la convocatoria. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Estoy tratando de colaborar en esa dirección pero, repito, quien ha 
hablado del futuro fue la señora ministra, que no se refirió solo a la rendición de cuentas 2014. 


Está bien, sobre el sistema de cuidados hablaré cuando llegue el momento; no hay problema. No obstante, 
veo que el proyecto de sistema de cuidados no consagra prestaciones de ningún tipo, y simplemente define 
institucionalidades y después dice que el Gobierno va a reglamentar las prestaciones. 


El 6 de agosto o cuando el proyecto venga a la Cámara de Diputados, me enteraré de cuál es el verdadero 
propósito del Gobierno. El futuro director de la Secretaría de Cuidados ha dicho que el Gobierno se propone 


impulsar la propuesta en este período y que seguramente su implementación demandará más de un período de 
Gobierno. 


Acepto la indicación del señor presidente, y este aspecto específico lo hablaremos después. 


Sin embargo, los otros aspectos tienen que ver con la rendición de cuentas y con lo que ha mencionado la 
señora ministra. Hablé de la ley de afrodescendientes, de los sistemas de evaluación, de las transferencias 
monetarias, en particular, de esta encuesta de salud, nutrición y desarrollo infantil, tema muy alarmante y que 
la señora ministra -supongo que involuntariamente- en su intervención inicial soslayó. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Pedí la palabra, pero en aras de colaborar con la Mesa no voy a comentar 
algunos dichos. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Voy a empezar por el final, porque es lo más 
fácil. 


En primer lugar, el señor diputado Pablo Abdala no tendrá que esperar tanto tiempo para informarse sobre el 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados porque hay dos versiones taquigráficas de la Comisión de 
Población, Desarrollo e Inclusión del Senado, profusas, porque estuvimos un buen rato. En una oportunidad, 
estuvimos con todo el equipo, y a propuesta de la señora senadora Alonso, y con mi beneplácito, en un 
acuerdo mutuo -y, por supuesto, con la anuencia de toda la Comisión-, hablamos largamente -inclusive, se 
adjuntó documentación a la versión taquigráfica- de la encuesta por la que pregunta el señor diputado. 
Nuestro país tiene un sistema bicameral, y no tengo problemas en venir todas las veces que me llamen, pero 
si el señor diputado desea ganar tiempo, le informo que en las versiones taquigráficas de la Comisión de 
Población, Desarrollo e Inclusión del Senado consta lo que hablamos de situación de calle. La directora 
Mayra Aldama se refirió al particular -en ese momento había fallecido una persona en calle y la senadora nos 
consultó qué medidas se estaban adoptando, con lo que estuvimos de acuerdo- y la directora de Uruguay 
Crece Contigo -la magister Mariela Solar1- proyectó, explicó cada cifra y distribuyó abundante material de la 
encuesta, que se adjuntó a la versión taquigráfica. Es decir, el material está a disposición, pero lo podemos 
mandar nuevamente. Estuve en la Casa y sé que Senado y Cámara de Representantes son cosas distintas, pero 
la señora senadora Alonso -que es de su sector- tiene el material que el señor diputado nos solicita. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Igual puedo preguntar. 
(Ocupa la Presidencia el señor representante Mario Ayala Barrios) 
SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- ¡Cómo no! Y yo también puedo contestar. 


El señor diputado tiene razón cuando dice que me referí al sistema de cuidados, porque yo acá estoy 
rindiendo cuentas por el quinquenio anterior, pero fundamentalmente por el ejercicio 2014. Hablé de las 
experiencias piloto que se ensayaron, con vistas a un sistema nacional de cuidados, que está integrado al 
programa que propuso el Frente Amplio en la campaña electoral y que, como dice el señor presidente, luego 
de que ganara las elecciones dejó de ser un programa para formar parte de una plataforma de gobierno. Por lo 
tanto, está todo explicado, elaborado y desarrollado en nuestro programa. 


El sistema nacional de cuidados no nació de la nada. Al final de la gestión del primer quinquenio del 
Ministerio de Desarrollo Social dejamos, en el informe de transición, una serie de inquietudes acerca del 
tema cuidados, porque advertíamos -esto está vinculado a la encuesta- que después de la crisis de 2001 y 
2002, y de muchos años de ausencia del Estado -por aquella concepción de que en la medida en que creciera 
el producto se iba a derramar hacia abajo y a quienes estuvieran en la pata de la mesa algo les iba a caer- en 
políticas sociales activas, vino una debacle y los que más se embromaron fueron los mismos de siempre. Esto 
tiene que ver con lo que mencionaba el sociólogo Labat cuando señalaba dónde aparecen con más fuerza las 
brechas. Por eso, en el año 2005 arrancamos planteando la necesidad de incorporar la mirada o el corte que 
tiene que ver con lo étnico-racial, porque en ese sentido -insisto- la brecha es brutal desde el punto de vista 
educativo, laboral, de condiciones de vida y de discriminación pura y dura, así como también solapada. 


Por otro lado, dejamos esos apuntes sobre los temas relativos al cuidado porque cuando tratamos de trabajar 
con el embarazo adolescente desde programas que hicimos junto con Salud Pública, apuntando a prevenir los 
embarazos mediante educación en salud sexual y reproductiva, encontramos que esas adolescentes estaban en 
su casa trabajando, haciendo todo, y cuidando a sus hermanitos. La última encuesta -por la que preguntaba el 
señor diputado Abdala- muestra que primero dejan de estudiar y luego se embarazan. No se trata de que el 
abandono de la educación sea fruto de que queden embarazadas, sino que responde a la búsqueda de ser 
alguien en el mundo. Ellas piensan: "Si soy la que cuido en casa, la que hago los mandados, la que sostengo 
el hogar" -en muchos casos con corte de abuso, de violencia, de pobreza- "quiero ser alguien en la vida y en 
la comunidad". Y ese ser alguien se da a partir de que son madres. Nosotros decíamos que eso tenía que ver 
con algo que se definió más claramente como cuidados. 


Hace pocos días, en una conversación de trabajo, el director del BPS me dio algunos datos que empiezan a 
ser una señal de alerta -todavía no podemos brindar las cifras totales, pero resultan muy interesantes y cuando 
tengamos una muestra más representativa la vamos a traer- en cuanto a lo que sucede con la aplicación de las 
leyes de licencia maternal y paternal votadas por este Parlamento. Esto también podemos considerarlo dentro 
del piloto que empieza con el Sistema Nacional de Cuidados; por eso sí hablo de este sistema refiriéndome al 
2014, ya que empezamos en ese año. Estos datos demuestran que sale más barato -lo voy a decir de manera 
bien gruesa- que las mujeres tomen licencia maternal a que la tomen los padres. ¿Por qué? Porque las 
mujeres ganan menos o porque tienen trabajos de menor calidad que los varones. Por lo tanto, desde el punto 
del Estado y de las transferencias para las licencias maternales y paternales -que sí vamos a pedir y de las que 
les vamos a informar cuando vengamos aquí en oportunidad de la consideración del presupuesto-, si todos los 
padres optaran por ser ellos quienes asumieran las licencias deberíamos prever más dinero que en el caso de 
que lo hicieran las madres. Estos son datos que se atan con los que ya conocemos en cuanto a que las mujeres 
ganamos menos. En la vida real a igual trabajo no se percibe igual remuneración. La mujer pierde años de 
trabajo ya que la maternidad la aleja del trabajo. Esto sucede, especialmente, en el caso de las mujeres con 
menores ingresos y mayores dificultades, porque se deben dedicar al cuidado de los hijos. A mayor nivel 
educativo -aunque hay más universitarias que universitarios- en la vida real también se verifican cortes. 


¿Por qué hablé de los bonos vinculados con los cuidados? Porque empezamos a ver cuántos se debían 
destinar a CAIF y qué soluciones se adoptaban y se comenzó con los bonos. Para dar un ejemplo puedo decir 
que las muchachas y los muchachos del Mides -por suerte es un ministerio muy joven- en muchos casos 
postergan la maternidad o la paternidad. Luego tienen hijos -porque el reloj biológico empieza a sonar- y por 
eso no es casualidad que tengamos cientos de cupos de guarderías, lo que no sucede en otros ministerios. 
Tenemos mucha gente joven pero, en realidad, primero se reciben, después obtienen su diploma, quizás su 
maestría y recién después son madres. El otro extremo es el que encontramos en la extrema pobreza o en la 
exclusión. Esto lo comprobábamos al instrumentar el Plan de Emergencia, cuando discutíamos con los 
empresarios de las empresas zafrales -de citrus, arándanos, etcétera-, que nos decían que preferían cobrar la 
plata del Estado a ir a trabajar por tres vintenes -esto último lo digo yo; no lo decían ellos- y nosotros les 
decíamos que les pagaran más porque, en realidad, si tenían que abandonar a sus hijos, lo que implica riesgos 
y peligros, no les convenía ir a trabajar. Hoy los trabajadores rurales perciben otro salario porque hay una ley 
en ese sentido; hoy la gente se desplaza en motitos porque puede comprarlas y ya no van -como antes- a 
esperar aquellos camiones que se descacharraban por el camino, en los que podían ir y volver del trabajo. 


Aquí hay un montón de cuentas y, obviamente, comparto la ansiedad del señor diputado Abdala, porque yo 
quisiera que todo fuera más rápido, pero tenemos un atraso de decenios que estamos combatiendo. Lo que no 
puede pasar es que aumente. 


Esto también tiene que ver con la encuesta y en ese sentido hubo un error de interpretación. 
Lamentablemente, un compañero no entendió el tema y yo estuve mal, porque me enojé con un periodista y 
contesté mal -a mí estos temas me enojan y por eso respondí mal-, porque cuando se habla del 4% que la 
encuesta muestra que tiene mala nutrición o problemas de nutrición resulta que se relaciona con los niños de 
hogares con pobreza. Pero tenemos problemas graves de desnutrición o mala nutrición en niños de hogares 
que no son pobres; eso lo demuestra la encuesta con datos duros. Ese niño que pasa sentado delante de la 
computadora o del televisor, comiendo comida chatarra o tomando bebidas que no son agua se ve afectado y, 
por lo tanto, tiene obesidad o desnutrición pura y dura. Eso tiene que ver con la comida saludable, con la 
educación y con una cantidad de cosas que para nosotros resulta urgente abordar. Las encuestas las hicimos 
nosotros; es al revés: revelamos, pusimos de manifiesto y publicamos estos datos. Nosotros decimos que esos 
son problemas que siguen y que debemos resolver. 


El señor diputado Abdala se refirió a lo que piensa cuando mira los datos de Uruguay Crece Contigo y a mí 
me pasó cuando vi los primeros trabajos de un programa estupendo como ese. Lo puedo decir porque no lo 
inventé yo, ni tuve nada que ver; ahora pasa al Mides y de aquí en adelante rendiré cuentas, pero lo hicieron 
otros compañeros. Es verdad que uno puede decir -yo lo digo peor y mis compañeros lo saben- que tal vez el 
algoritmo no da para una tarjeta; después lo dirá Juan Pablo Lobat mucho mejor que yo. ¿Saben por qué? 
Porque eso implica que yo tengo un cupo o un umbral. Entonces, si están un poquito por arriba del umbral no 
les puedo dar la tarjeta o la tarjeta doble, porque tengo normas al respecto.Pero puedo darles la practicuna, 
que es algo que se implementó en 2014 y de lo cual no me pueda jactar. Ahora, además, hay un diseño 
uruguayo, que fue aprobado por el Latu y que será llevado a cabo por manos uruguayas. Asimismo, se les da 
un enterito y un set de bienvenida -que sí bien se entrega a cada bebé, los que se otorgan a los hijos de las 
ciudadanas que se encuentran en peor situación tienen más cosas- que también contiene un librito que indica 
cómo tienen que comer, un juguete, un disco y una mantita. 


Por otra parte, además de las cunas tenemos que considerar otros aspectos porque, de acuerdo a lo que indica 
la encuesta, arriba de ellas, por ejemplo, no hay buenos techos, por lo que debemos seguir trabajando en ese 
sentido. Por lo tanto, como nosotros somos autocríticos, pensamos que después de entregar las cunas tenemos 
que ayudar a esas personas con el piso y el techo de sus viviendas. Además, se está trabajando -esto es de 
2014- con la Facultad de Psicología; así, tres veces por semana un psicólogo visita a los niños que 
supuestamente fueron diagnosticados con problemas cognitivos, para estimularlos y trabajar con ellos y saber 
si en realidad tienen ese problema o su situación se debe al entorno en el que viven, que no los motiva, cosa 
que no le ocurre a nuestros hijos y nietos, que se encuentran en un ambiente motivador. Lamentablemente, en 
la mayoría de esos hogares no hay un entorno motivador, aunque en muchos, a pesar de todo, sí lo hay. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Óscar Groba) 


La encuesta también dice otras cosas, pero a nadie se le movió un pelo. 


Por ejemplo, la encuesta dice que la mayoría de los padres varones separados -estamos hablando de una 
muestra que realizó el Instituto Nacional de Estadística con Uruguay Crece Contigo, el Instituto de 
Evaluación Educativa y el Ministerio de Salud Pública, es decir que es interinstitucional; y ahora viene la otra 
ola, porque la encuesta tiene continuidad- nunca más se ocupa de sus hijos. Además, dice que los padres que 
se separan -no estamos hablando de pobres- no le pasan dinero a la madre, que queda a cargo de los niños. 
Reitero que estos datos son de 2014, tal como dice el señor diputado Abdala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos los padres no se comportan de ese modo. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Yo no dije que todos los padres se comportaran 
así, sino la inmensa mayoría, una cifra muy grande. 


Esto, sin duda, tiene que ver con otro montón de cosas que podríamos discutir aquí, como por ejemplo la 
perspectiva de género. En ese sentido, se ha llevado a cabo un trabajo sobre parentalidades y masculinidades, 
que es algo sobre lo que ha comenzado a trabajar el Instituto Nacional de la Mujer teniendo en cuenta el 
nuevo rol del varón. 


Por otra parte, tal como dijo el señor diputado Abdala, hay datos que nos preocupan, y por ello decimos que 
esta tercera etapa tiene que ser superadora de las dos anteriores, y para eso tenemos que partir de la base de 
que la verdad es la que nos podrá ayudar a transformar las situaciones planteadas. Por lo tanto, si un dato no 
nos gusta, tenemos que informar sobre lo que está mal, ya que es la única forma de cambiar dicha 
problemática. 


Por otro lado, si el señor presidente lo permite, quisiera que el director Juan Pablo Labat hiciera referencia a 
las supuestas falencias que se plantearon con respecto a los datos y las focalizaciones. 


SEÑOR LABAT (Juan Pablo).- En el período anterior la Dirección de Evaluación realizó dos informes; 
el primero -que refiere a 2010, 2011- da cuenta de un conjunto de problemas transversales del Mides; 
luego del análisis de cada uno de los programas y direcciones se advirtieron un conjunto de deficiencias 
o situaciones que debían mejorar, a fin de orientar las políticas de transformación del Ministerio. 


Posteriormente, se llevó a cabo otro informe que recogió buena parte de los resultados; cabe aclarar que los 
informes están disponibles en la página web del Ministerio y también pueden obtenerse en formato papel. 
Supongo que los señores diputados ya deben contar con dichos informes, pero si no es así, podemos volver a 
enviarlos. 


Seguramente, cuando realicemos el tercer informe de evaluación rescataremos las transversalidades y 
falencias del nuevo Mides, que es algo que seguirá sucediendo. En realidad, cada informe de evaluación 
mostrará la edad de la política social en la que estamos y las transformaciones que precisamos. 


Esto siempre será así, entre otras cosas, porque las políticas sociales son un producto histórico y no una 
receta aplicable en cualquier contexto o coyuntura. En realidad, no se puede aplicar siempre las mismas 
políticas sociales, porque la situación de 2015 no es igual a la de 2005 o 2010, y esperamos que no sea la 
misma que la de 2020. 


Entonces, cada informe de evaluación, además de hacer un estado del arte sobre los avances, desafíos, 
aciertos y errores de las políticas, irá incrementando tópicos de análisis; pensamos hacerlo en cuestiones 
presupuestales y enfatizar la economía de los aspectos sociales. Pero además, todo eso se hará sobre una 
gama de programas que funcionan actualmente -la señora ministra habló de ellos- y que no existían en 2005 
debido a que en ese momento estábamos atendiendo otra realidad. 


Como dije, los instrumentos se van adecuando porque son superados por la realidad y pierden pertinencia. 
Por lo tanto, dejan de ser los mejores, considerando que es necesario comenzar a contar con otros. Sin duda, 
todo esto se desprende de los estudios que se llevan a cabo con los recursos que invierte el Estado. Es 
importante tener en cuenta que estos estudios sirven para gestionar y dirigir mejor el resto de los recursos que 
se invierten. En realidad, los dineros que se destinan a los sistemas de información y evaluación nunca llegan 
a ser el 5% del total de los recursos que invierte el Estado en estas políticas; de todos modos, son los que, en 
buena medida, orientan y reconocen aciertos y desaciertos para gastar bien el 95% restante, que es lo 
fundamental. 


Sin duda, el próximo informe que lleve a cabo el Ministerio -que puede estar pronto a fin de año oa 
principios del que viene, y será sobre los dos años anteriores- dará cuenta de un montón de problemas y 
deficiencias de las políticas que están siendo aplicadas actualmente, ya que si no diera cuenta de eso no 
valdría la pena hacerlo. 


Los dos informes realizados hasta el momento mostraron importantes consecuencias en logros e intenciones, 
y eso es bueno rescatarlo, porque las intenciones pueden ser muy buenas pero los logros no tanto, que es algo 
que también pasa. 


En cuanto a las modificaciones de las transferencias monetarias, nosotros nos sentimos particularmente 
responsables, porque es algo en lo que venimos pensando junto a muchos técnicos y mucha gente que pasó 
por el Mides, y no solamente por este Ministerio. En realidad, las transferencias monetarias, tanto las 
relativas al ingreso ciudadano del Panes como las del Plan de Equidad, surgieron de un debate importante que 
se dio dentro del Gobierno y durante la construcción de los programas, en lo que se tuvo en cuenta las rentas 
mínimas, las rentas básicas, los ingresos mínimos garantidos y la forma de arrimar ingresos a los estratos más 
bajos de una sociedad reconocida por todos como fragmentada y fragmentable sin la acción de esas políticas. 
En realidad, esa fragmentación solo se puede revertir con políticas activas de Estado de nivel macro, meso y 
micro, ya que sin ellas lo único que se hace es profundizar dicha fragmentación; eso es lo que mostraron y 
han tratado de subsanar las diferentes edades de las políticas que hoy miramos. 


Las transferencias monetarias vienen de la década de los noventa, no solo en Uruguay sino en todos los 
países latinoamericanos, y en todos tuvieron el objetivo de aliviar la pobreza que generó un modelo que se 
implantó en toda Latinoamérica con el mismo resultado. La evolución mostró que las transferencias que 
teníamos, además de ineficaces e ineficientes, presentaban un monto demasiado bajo y no estaban bien 
focalizadas. El error de focalización era de 66% cuando se estimó la erogación de la asignación de hogares de 
menores recursos por parte del Instituto de Economía. O sea que dos de cada tres asignaciones estaban siendo 
mal entregadas. Las transferencias monetarias siempre tienen errores de focalización, es imposible pensar en 
un paradigma de cien en cien, pero pasarse de cincuenta es estar errándole al programa. Para eso se 
construyeron nuevas técnicas, a efectos de seleccionar a la población, que por supuesto son falibles y tienen 
márgenes estadísticos de error. No obstante, mostraron -esto no solo lo plantean las evaluaciones que hizo la 


Dinem, sino la de los organismos internacionales que participaron en la construcción de todos los planes de 
política social del Ministerio de Desarrollo Social y el Estado uruguayo- que se mejoró significativamente la 
focalización de las políticas y el monto que se le destinaba, con igual propósito que antes. O sea que se hizo 
mejor lo que sabíamos que había que hacer. 


Todo esto trajo aparejado un debate político permanente sobre la transferencia monetaria a los pobres, que 
tiene algo de estigmatizante y mucha imaginería asociada en cuanto a qué son las transferencias, qué 
producen, a quién se las damos y qué hacen con la plata. Recuerdo discursos famosos sobre celulares, el vino, 
la vagancia y un montón de cosas que todos hemos escuchado en todas las campañas electorales desde aquel 
momento hasta hoy. 


Sin embargo, venimos observando; por eso tenemos la idea de pensar en la transformación de los sistemas de 
transferencias monetarias, que siempre hablamos de las que le damos a los estratos bajos y no de las que 
damos a otros estratos. Entonces, basados en la idea -que por suerte está tan en boga- de empezar a hacer un 
seguimiento presupuestal eficiente y profundo, analizando el gasto peso a peso y lugar con lugar, y 
realizando análisis de costo y eficiencia de cada una de las políticas y programas, debemos empezar a 
identificar y cuantificar cuáles son las transferencias monetarias que le damos a cada persona. Además, los 
sistemas de información han avanzado y nosotros podríamos saber, por ejemplo, si en la casa de Óscar Groba 
hay o no un bebé. Asimismo, también es posible saber cuál es la transferencia que hace el Estado a cada uno 
de los hijos de los aquí presentes, que no están apuntados como pobres beneficiarios del erario, a quienes se 
destina también parte de los impuestos que pagan los pobres, entre otros. 


En definitiva, creemos que estamos en condiciones de mejorar los sistemas de transferencia monetaria a 
partir de integrar información, y anunciamos que dentro de poco vamos a invitar a los legisladores a la 
presentación de un estudio académico muy prolijo sobre cómo se distribuyen las transferencias monetarias a 
toda la población estrictamente por el concepto de tener hijos, que tiene mucho que ver con la carga 
reproductiva de la sociedad. Me parece que tenemos que centrarnos en este asunto con el mayor respeto por 
las temáticas. 


A eso viene lo que dijo la señora ministra y voy a enfatizar. Nosotros tenemos que discutir mejor y más 
profundamente acerca de qué es el hambre, la inseguridad alimentaria, la pobreza, las transferencias 
monetarias, cuáles son las relaciones entre todo esto y especialmente qué sociedad estamos produciendo, con 
el mayor de los respetos por la información que podamos consumir, porque esto es la tumba de los cracks. 
Nosotros tenemos un 10% de problemas de obesidad en nuestros niños, que son un 10% de potenciales 
enfermos crónicos de alto costo para el Estado, de poca sobrevida y de alto sufrimiento personal y familiar. 
Esto es superior a la cantidad de niños con hambre, que no deja de ser una declaración. Además, hay niños 
con retraso de talla, que no es una declaración, sino una medida objetiva y constatable que también se 
distribuye en estratos no pobres, y sigue siendo preocupante que no sea mejorada como debería. 


Asignaciones familiares cubre un porcentaje de hogares uruguayos que duplica la pobreza. Además, el 40% 
de los hogares que viven situaciones de inseguridad alimentaria severa no son pobres, pero la gran mayoría 
cobran transferencias. En realidad, son muy pocos los hogares que no cobran transferencias. No hay una 
relación lineal entre ser pobre y tener hambre; hay una correlación importante y el problema se manifiesta 
más en la pobreza que en la no pobreza. No obstante, en la no pobreza existe el problema de la obesidad, que 
es muy importante. Nosotros tenemos la responsabilidad de analizar en términos estratégicos el desarrollo del 
Estado y las políticas públicas, y debemos estar atentos a cuáles van a ser los requerimientos de nuestro 
sistema de salud. 


Los problemas que tenemos son particularmente graves si observamos la composición de nuestra población 
en términos etarios y cómo va a ser el devenir histórico nuestro. Además, hay que tener en cuenta la 
sobrecarga fiscal que va a tener nuestro sistema de salud en el largo plazo. Asimismo, hay que prestar 
atención a la baja cantidad de niños que están naciendo en nuestro país, que requieren de las transferencias 
monetarias y de muchas otras cosas más. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Me quedó algo pendiente y quiero aclararlo 
para que el señor diputado Abdala no salga a decir que la ministra no contestó. 


Se trata de un asunto que me interesa mucho, que tiene que ver con las asignaciones familiares, con el Plan 
de Equidad, como decimos nosotros. El sociólogo Labat mencionó el régimen que votamos con mucho gusto 
en medio de la crisis de 2002 para los hogares de menores recursos y las personas que no tenían trabajo, que 
se derogó cuando se aprobó el sistema de asignaciones familiares-Plan de Equidad, que fue votado por todos 
los partidos. En ese nuevo régimen nosotros pusimos como condición, y me hago cargo, la realización de los 
controles médicos y la concurrencia a los lugares de estudio. 


Yo fui parte de ese proyecto de ley, como muy bien se señaló acá. Estuve de acuerdo en su momento por dos 
razones. Primero, porque sabía menos de lo que sé hoy y, segundo, por el tema que comentó el director Labat 
de que los pobres se compraban celulares y tomaban vino. Hoy es un chiste hablar de eso, pero en aquel 
momento era una cosa gravísima que hacían los pobres. Este es un debate internacional y no es un problema 
nuestro; hay libros y libros escritos acerca de las famosas contraprestaciones. 


Yo sé que hay una ley y la respeto, pero el tema es que nosotros sabemos que Fulanito dejó de ir a la escuela. 
En general, deja de ir a la enseñanza media, porque en el nivel de Primaria nosotros tenemos un altísimo 
porcentaje de concurrencia, más allá de que están los que no van, muchos de ellos con problemas de 
discapacidades de diversos tipos o de salud mental. Como no tenemos la capacidad de incorporarlos ni de 
incluirlos, quedan excluidos del sistema educativo 


A ese niño o esa niña que no van a la escuela o a la enseñanza media, además, les saco los cuatro pesos que 
les damos porque nadie come, vive o se hace rico con la transferencia monetaria que da el Estado. 


Pude suceder que a Fulano le suspenda la contraprestación porque no lo veo, no sé dónde está; fui a la casa y 
no lo encontré. ¿Se habrá mudado? ¿Se habrán separado sus padres? Entonces, suspendo la ayuda, como una 
herramienta, para que aparezca en ventanilla. La idea es que ese niño que se le perdió al Estado, de alguna 
manera, pueda recuperarse. Por eso lo del Ingreso Ciudadano; le pusimos ese nombre por el ingreso a la 
ciudadanía. Hablo de la plata que le dábamos a los pobres. El cambio de nombre no incidió en el imaginario 
colectivo. De todos modos, eso era un enganche; lo perdíamos, suspendíamos la prestación y, si aparecía, 
volvíamos a trabajar con esa persona. 


¿Qué pasa hoy con las asignaciones familiares cuando los chicos dejan de aparecer en el radar de la 
enseñanza? Hoy tenemos buenos mecanismos. Por ejemplo, el Programa Gurí, de Primaria, es estupendo. Día 
a día, este programa nos dice quién va o no a la escuela, cuántos días faltó, etcétera. La ANEP puede saberlo 
de inmediato. 


Entonces, ¿cuál es nuestra propuesta? Tener tiempo para ir a buscar a estos niños cuando no aparecen, cuando 
no los encontramos en la casa o en el barrio. Queremos trabajar con el niño o con el adolescente para 
incorporarlo al sistema; mientras tanto, no cortemos la prestación. Además de que dejó de ir a la escuela, no 
podemos castigar el núcleo familiar cortando el ingreso. 


En este momento, estamos llevando a cabo un plan piloto. Salimos a buscar a los chicos en caliente y no 
esperamos a que pasen tres años sin verlos. Eso es parte del tema de las contraprestaciones que se planteaba 
en la Comisión. También está el tema de la unificación de las transferencias, algo que está en el programa de 
gobierno. En su momento, la tarjeta de alimentación fue muy buena para atacar la crisis brutal que teníamos. 
Eso influyó para que el almacenero pequeño del barrio o del pueblito, con el POS y con una clientela 
atrapada -que eran los pobres-, tuviese que regularizar su situación: debía estar en el BPS y pagar a la DGI. 
Por esa razón, no dimos posibilidad de tarjeta a las grandes extensiones; se la dimos a los pequeños 
almacenes, con la consiguiente regularización. 


Se pensó en políticas que alcanzaran a todo el espectro. Lo hicimos en cierto momento para dar vida a los 
demás departamentos. Se habilitó la posibilidad de comprar en las barracas del interior. La idea no era hacer 
una licitación grande ni fragmentar los gastos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como es sabido, en la Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda - 
entre todos- hicimos un cronograma de trabajo para recibir a las diversas autoridades en el día de hoy; 
luego, debemos votar. Sin embargo, se necesita quórum para eso y hay un par de legisladores que se 
retiraron de sala. 


Contamos con el material de la rendición de cuentas y ya recibimos las explicaciones de los diferentes 
Ministerios y organismos. Las preguntas ya fueron respondidas y eso podrá compartirse o no; cada uno 
dejará su constancia. Por lo tanto, no podemos seguir sesionando indefinidamente. 


Si el señor diputado Pablo Abdala quiere dejar una constancia breve, podrá hacerlo; digo esto porque hay 
constancias que uno puede argumentar durante 45 minutos. No quiero indicar al señor diputado lo que tiene 
que hacer. Hay dos versiones taquigráficas del Senado sobre el tema; además, se convocó a la Comisión 
respectiva para el 6 de agosto. 


Por consiguiente, pido la colaboración de todos -sin pretender negar el derecho de que los señores diputados 
hagan uso de la palabra- para poder cumplir con el cronograma. 


Sé que el señor diputado Pablo Abdala es un caballero y que tiene un estilo político que acompaña estas 
circunstancias. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Estoy tentado de decir que usted está a punto de intimidarme y de 
coartarme en el derecho que me asiste como legislador para hacer uso de la palabra. Sin embargo, no 
lo voy a hacer, porque quiero colaborar con mis colegas. Probablemente, su largo parlamento haya 
excedido en mucho lo que voy a decir ahora. 


A mí no se me puede hacer poco menos que responsable exclusivo de que la sesión se hubiese prolongado. 
Aquí intervinieron otros organismos y todos los señores diputados. La señora ministra Arismendi -se lo 
agradezco mucho- se explayó con relación a todos los temas que tocamos. 


No sé por qué, pero intuí que el señor presidente estaba diciendo que esto se había prolongado y que no se iba 
a votar. 


El señor presidente tiene todas las facultades, pero conozco mis derechos como representante y como 
delegado de sector de esta Comisión. 


Quisiera dejar algunas constancias. 


La señora ministra Arismendi contestó todo lo que nosotros le preguntamos. Los temas son muy vastos y no 
se agotan acá. Me alegra saber que queda la instancia del 6 de agosto, a efectos de seguir profundizando en 
estos asuntos que son de la rendición de cuentas de 2014; la propia ministra se encargó de dejar esa 
constancia. Me alegra que la señora ministra haya ayudado a dejar en claro que no estábamos fuera de tema. 


Sobre los temas de monitoreo y evaluación, las falencias no eran supuestas; eran falencias. Lo dijo el director 
del área respectiva. Por otra parte, tampoco eran de menor cuantía. Les creo cuando me dicen que en estos 
aspectos se ha evolucionado satisfactoriamente y estamos en camino a conocer el nuevo informe anual, pero 
el último informe que conocíamos, que fue elaborado por el Ministerio, no hablaba de aspectos colaterales o 
accesorios, sino de temas centrales vinculados con el diseño de programas, con la indeterminación de los 
beneficiarios de las políticas, con las deficiencias en los monitoreos, etcétera. No estoy juzgando ni haciendo 
valoraciones; estoy describiendo hechos e intentando recabar información. 


Con relación al Sistema Nacional Integrado de Cuidados -podremos seguir hablando de esto el 6 de agosto-, 
la señora ministra nos ha dado una pista. Parece que en el Ministerio hay alguna cosa escrita, que viene desde 
fines de su propio mandato. Lo que pasa es que yo me remití al proyecto que envió el Poder Ejecutivo. 
Quizás el 6 de agosto la señora ministra pueda traernos esos elementos que contribuirán mucho con nuestra 
tarea. Pero reitero que al tenor de la propuesta que recibimos del Poder Ejecutivo, no tuve más remedio que 
hacer esa valoración. Si ese es el resultado de cinco años de análisis sobre un tema de tanta envergadura 
como este, me sorprenden sus carencias y su indefinición en lo que tiene que ver con las prestaciones. 


Sobre la encuesta, creo que el debate de cuánto estuvo ausente el Estado en el pasado y cuán omnipresente lo 
ha estado en los últimos diez años resulta apasionante, pero no es legítimo plantearlo en blanco y negro. 
Muchas de las afirmaciones vertidas han indicado con mucha elocuencia que el Estado no ha sido tan activo 
en la última década desde el punto de vista de las políticas sociales y de la asistencia en el ejercicio y la 
reivindicación de los derechos de quienes fueron privados de ellos. Habría que preguntar por qué la encuesta 


dice lo que dice. Yo puedo compartir que la inseguridad alimentaria admite una casuística interminable y que, 
sin duda, hace referencia a ciudadanos, a menores o a niños que integran hogares que estadísticamente están 
por encima de la línea de pobreza. Pero eso no es tranquilizador, sino que está indicando que no alcanza con 
bajar la pobreza; tenemos un problema de inclusión que va mucho más allá. 


Finalmente, sobre las transferencias -tema de la rendición de cuentas de 2014- la señora ministra ha sido muy 
sincera y clara en cuanto a las respuestas que procurábamos. Quedó claro que tiene diferencias con el sistema 
vigente, que discrepa con la ley de asignaciones familiares y con el comportamiento que ha tenido su propio 
Gobierno, porque en el año 2013 el Banco de Previsión Social dejó sin efecto más de treinta mil asignaciones 
familiares por la inasistencia al sistema educativo. Dijo esto con mucha sinceridad, y yo lo valoro. Supongo 
que esto habrá que dilucidarlo porque la ministra no es una figura de reparto; es la ministra de Desarrollo 
Social y está en el vértice de las políticas sociales, junto con el presidente de la República. 


Según se dice, se está trabajando en un redireccionamiento de este asunto. El 6 de agosto profundizaremos en 
ese tema, que no es menor. 


Comparto lo que dijo el director Labat en cuanto a que se trata de no estigmatizar a los compatriotas que 
reciben transferencias monetarias; estoy de acuerdo con eso. El tema de la estigmatización no solo hay que 
buscarlo en los discursos de las campañas electorales; muchas veces surge por cómo está estructurado el 
sistema. Debemos debatir sobre esto, que involucra al Partido de Gobierno y a quien ha estado a cargo de la 
conducción del Estado en los últimos diez años; no solo involucra al discurso histórico que eventualmente se 
pueda imputar a los partidos de la oposición. 


Sobre todo esto tendremos que seguir conversando en el futuro. Este ha sido el inicio de un intenso 
intercambio que deberemos tener con la señora ministra de Desarrollo Social. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero dejar una constancia porque quizás no 
fui lo suficientemente clara... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradezco si no hace alusiones, señora ministra. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- No, señor presidente; me estoy aludiendo a mí 
misma pues estoy diciendo que quizás no fui lo suficientemente clara. 


El Banco de Previsión Social ha cumplido estrictamente con la ley. La ley estaba vigente y lo está. Por lo 
tanto, cuando se dio de baja del cobro de asignaciones familiares a determinadas familias por no tener la 
constancia de concurrencia a clase de uno de sus hijos, ya sea en enseñanza media o en Primaria, el BPS 
cumplió estrictamente con la ley. Quiero dejar sentado esto. Otra cosa es la opinión que yo tenga, que 
expresé. Como dice nuestro presidente: "Dentro de la ley, todo; fuera de la ley, nada”. 


SEÑOR QUEREJETA (José).- Solicito que la versión taquigráfica de esta sesión sea enviada a la 
Comisión Especial de Población y Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


La Comisión agradece la presencia de la señora ministra de Desarrollo Social y de quienes la acompañan. 
(Se retira de sala la señora ministra de Desarrollo Social y sus asesores) 

SEÑOR GANDINI (Jorge).- En primer lugar, quiero dejar una constancia que creo que todos compartimos. 
Vamos a proceder a votar sin haber recibido el informe del Tribunal de Cuentas. Es muy difícil hacer un 
informe sin contar con la intervención del Tribunal de Cuentas sobre lo que expresa el único artículo, que 


básicamente es un déficit. 


Hemos acordado políticamente votar el proyecto en el día de hoy, aunque tenemos todavía un largo plazo 
estipulado por la Constitución. Este acuerdo incluye también que si el informe no llegara antes de la sesión 


del día 23 en la mañana, deberíamos pasar a intermedio hasta conocerlo. Es verdad que el Tribunal de 
Cuentas está dentro de los plazos. Nosotros incorporaremos en sala las consideraciones que tengamos -que 
por supuesto no van a constar en el informe escrito- respecto a las manifestaciones y al informe que nos 
remitirá el Tribunal de Cuentas. 


En segundo término, había solicitado la comparecencia de la Junta Nacional de Drogas porque tenía interés 
en hacer algunas preguntas que tienen que ver con los recursos que manejó este organismo en el año 2014 y 
con aspectos que quedaron pendientes de la Rendición de Cuentas anterior, vinculados con la Presidencia de 
la República, la Junta Nacional de Drogas y la instrumentación del nuevo marco regulatorio para la 
comercialización y cultivo de cannabis, que requiere recursos. Como ya hay decretos, autorizaciones y 
demás, nos interesaba conocer más sobre el tema. 


Quiero preguntar al presidente qué ha pasado con mi solicitud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto que conversamos sobre esa posibilidad fuera de sala, pero no fue 
requerido en el seno de la Comisión. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Creo que en la última sesión lo reiteré, precisamente, cuando estaba 
finalizando la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no lo recuerdo. 

(Diálogos) 

———De todas maneras la presencia de la Junta Nacional de Drogas depende directamente de la Presidencia 
de la República. Cuando hice la consulta respectiva, se me contestó que están trabajando para el próximo 
presupuesto nacional. Allí van a estar todas las informaciones que se requieran. Por lo tanto, entendían que en 


esta oportunidad no era necesario venir a dar las explicaciones del caso, porque en unos días, cuando estemos 
tratando el presupuesto nacional, con mucho gusto darán respuesta a todas las inquietudes. 


(Interrupción del señor representante Jorge Gandini) 


Teniendo en cuenta que esa institución depende de la Presidencia de la República, que esa fue la 
explicación que se nos dio y que no hubo otras solicitudes, el tema quedó por ahí. Esa fue la gestión que hice 
y la respuesta que recibí. 


Sin perjuicio de ello, los señores diputados saben que esta Presidencia ha solicitado la presencia de todas las 
autoridades requeridas. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Como el señor diputado Gandini me mencionó, quiero aclarar que al final de 
la sesión anterior me habló de la posibilidad de convocar a las autoridades de la Junta Nacional de 
Drogas para preguntar sobre aspectos relacionados con el funcionamiento de la ley de regulación del 
consumo de cannabis, tal como acaba de expresar. Como muy bien expresó el señor presidente, creo 
que es conveniente conocer estos aspectos en oportunidad de considerar el presupuesto asignado en la 
próxima norma quinquenal. 


Por lo tanto, como se me aludió diciendo que había confirmado eso, quiero aclarar que yo simplemente le 
pregunté al señor diputado cuál era el objetivo de la convocatoria, a lo que me contestó que tenía que ver con 
los recursos manejados. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Queda claro; el tema se conocía. Yo hablé con el presidente, quien hizo 
gestiones, lo que me consta. Me preguntó cuál era el tema y lo conversamos aquí. Si quedó o no en la 
versión, no sé, pero el señor diputado Asti confirma que sucedió. 


Acá lo que hay es la voluntad de un legislador de conocer información. Lo increíble es que por primera vez 
recibimos una respuesta de que no es necesario. Si es necesario o no lo definimos nosotros, no el Poder 
Ejecutivo. Hay una Rendición de Cuentas en la que está incluida la gestión de ese organismo. Lo que quizás 


se nos puede decir una vez más es que como está en la órbita de la Presidencia de la República, sus 
autoridades no están obligadas a venir. Me temo que eso es lo que puede suceder. Eso es lo que ocurre al 
ubicar fuera del ámbito de control parlamentario instituciones de tal jerarquía: nos quedamos sin saber 
algunas cosas, que recién vamos a conocer en otro momento. Quizás este sea otro de los temas de la 
Administración anterior que han quedado por el camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es una innovación que la Junta Nacional de Drogas dependa de la 
Presidencia. 


Dejamos constancia de lo expresado por el diputado. Sin ninguna duda la información se va a recibir en el 
momento adecuado. 


Naturalmente, el legislador puede tener su opinión con respecto a la obligatoriedad de la presencia, pero hay 
otros diputados que tenemos otra. 


Hemos aclarado el punto relativo al acuerdo político respecto al Tribunal de Cuentas. Eso fue así; me parece 
bien que conste en la versión taquigráfica. 


Quiero comentarles que me acotan de parte de secretaría -para que lo sepan todos los legisladores, los nuevos 
y los que no lo son tanto- que, tal como se procede siempre en instancias de Rendición de Cuentas y 
Presupuesto, van a pasar equipos por los despachos, que mediante un pin van a tener todos los informes de la 
Rendición de Cuentas; fundamentalmente van a venir para el presupuesto quinquenal. Entonces, quedan 
enterados los legisladores nuevos por qué se les va a visitar y a qué se va a proceder. 


Ahora sí pasamos a considerar el proyecto relativo a "Rendición de cuentas y balance de ejecución 
presupuestal. Ejercicio 2014. Aprobación. (C/273/15 - Rep. 189 y Anexos la XVI)". 


Léase el proyecto 

SEÑOR POSADA.- Solicito que se suprima la lectura. 

SEÑOR ASTI.- Mociono en el mismo sentido. 

(Apoyados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien; queda suprimida la lectura del artículo único. 
En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

—Nueve en catorce: AFIRMATIVA. 


Ha quedado aprobado el proyecto. 


Faltaría designar a los miembros informantes en mayoría y en minoría. 


SEÑORA GALÁN (Lilián).- La bancada del Frente Amplio propone al señor presidente de la Comisión 
como miembro informante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto no se considera, sino que solamente se informa. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Propongo que el miembro informante por el Partido Nacional sea el 
señor diputado Gandini. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por el Partido Independiente el miembro informante será el señor diputado 


Posada y por el Partido Colorado quiero proponer como miembro informante al señor diputado 
Germán Cardoso. 


(Apoyados) 


———Quiero decirles que el plazo para entregar los informes vence el día martes a mediodía, es decir, a la 
hora 12. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Deseo solicitar a la Comisión -creo que se puede hacer- que el diputado 
Antonio Zulamian -quien debió retirarse a la hora 13- pueda firmar el informe. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 5) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


